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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	06-14733-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José
	01-12-06
	AGOTAMIENTO DE LA VIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA AGRARIA.

Se consulta si la declaratoria de inconstitucionalidad de las normas relativas al agotamiento de la vía administrativa, mediante sentencia 3669-06, incluye el supuesto del artículo 94 de la Ley de Tierras y Colonización y por ende lo dispuesto en el artículo 44 inciso d) de la Ley de Jurisdicción Agraria. 



	06-14770-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Alberto Ramírez Aguilar
	01-12-06
	EXPROPIACIONES EN PARQUE NACIONAL MARINO LAS BAULAS.

Artículo 2 y 5 de la Ley de Creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste. No. 7524.

Señala el recurrente que la ley no fue autorizada por las tres cuartas partes de la totalidad de los miembros de la Asamblea Legislativa y no sigue el procedimiento debido para los casos de expropiaciones de alemanes, según un Tratado Internacional sobre el tema. Solicita que se suspendan los trámites de expropiación.

  

	06-14866-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de la Zona Sur. Sede Pérez Zeledón.
	04-12-06
	AGOTAMIENTO DE LA VIA EN MATERIA DE DEPORTES. 

-Artículo 69 de la Ley de Creación del Instituto Costarricense del Deporte y La Recreación y del Régimen Jurídico de la Educación Física, el Deporte y la Recreación. No. 7800. 

Se exige el requisito de agotar la vía administrativa previo a acudir a la vía judicial a las personas que se consigna en dicha norma. Jugadores, entrenadores, deportistas, atletas y dirigentes deportivos, deberán acudir al tribunal administrativo de conflictos deportivos, previo a la vía judicial. 



	06-14937-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Randall Trejos Alvarado
	05-12-06
	REQUISITOS PARA PROFESORES DE RELIGION

-Artículo 34 párrafo segundo de la Ley de Carrera Docente. Decreto No. 2235 del 14-02-1972, reformado mediante Decreto 5228-P del 29-09-1975. 

La norma impugnada señala que para la “selección de personal dedicado a la educación religiosa, será requisito indispensable la autorización previa que extenderá la Conferencia Episcopal Nacional”.



	06-14959-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Anabelle Artavia Montero
	06-12-06
	CONVENCION COLECTIVA DE MUNICIPALIDAD DE TIBAS.

-Artículo 31 de la Convención Colectiva de Trabajadores de la Municipalidad de Tibás.

La norma impugnada permite que un funcionario al que se le demostró su culpabilidad, contra la Hacienda Pública,  permite que continúe en la institución. 



	06-15244-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ileana Retana Leitón
	11-12-06
	PLAN REGULADOR DE MORAVIA

-Artículo 12 del Reglamento del Plan Regulador para el cantón de Moravia. 

Planteó una solicitud de uso de suelo ante la Municipalidad, para construir apartamentos pero lo indicaron que como se ubica en una zona de áreas verdes de San Vicente, los únicos usos permitidos son de parque, plazas, vías peatonales, guardería, entre otros. 



	06-15267-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rebeca Ramírez Hernández
	11-12-06
	TRASLADO DE DIAS FERIADOS.

-Artículo 1 de la Ley No. 8442 del 19-04-2005, que reforma el artículo 148 del Código de Trabajo. 

Señala la accionante que el traslado de feriados violente el derecho a la cultura y la protección especial que se debe a la familia. (11 de abril, 25 de julio, 15 de agosto y 12 de octubre)



	06-15284-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Henry Hané Caridi
	12-12-06
	EXONERACION DE VEHICULOS PARA DISCAPACITADOS, NO SE APLICA A EXTRANJEROS.

-Decreto Ejecutivo No. 33343-S-H-MP-MOPT-J, que reglamenta la Ley 8444 que modifica la Ley Reguladora de todas las exoneraciones vigentes, su derogatoria y sus excepciones. 

La norma establece que todo ciudadano costarricense con discapacidad, que de conformidad con lo establecido en la Ley 8444 y el reglamento, que reúnan las condiciones necesarias, podrá solicitar el beneficio de la exención de un vehículo para su movilización. No obstante, asegura que la norma es discriminatoria respecto de los extranjeros residentes en Costa Rica. 



	06-15285-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Emilio Arana Puente
	12-12-06
	INSTALACION DE MAQUINAS DE JUEGOS EN GOICOECHEA. 

-Artículo 2 del Reglamento de Instalación de Juegos, Espectáculos Públicos o Diversiones y Permanencia de Menores en establecimientos donde se expende licor, de la Municipalidad de Goicoechea. Publicado en La Gaceta No. 216 del 09-11-2005. 

La norma establece que sólo se permite la instalación de juegos, en locales que cuenten con sala de juegos y se prohíbe la instalación y explotación de máquinas para juegos pin ball, como actividad secundaria legalmente y constitucionalmente autorizada. 



	06-15318-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Lisbeth Quesada Tristan

Defensora de los Habitantes


	12-12-06
	SE PERMITE A EMPRESA PRIVADA PRODUCIR ALCOHOL POTABLE, LO QUE AFECTA EL MONOPOLIO DE FANAL. 

-Ley de Reforma al artículo 443 del Código Fiscal. No. 7197. Publicada en La Gaceta No. 165 del 03-09-1990. 

Señala que la norma impugnada lesiona negativamente el monopolio del alcohol de FANAL, afectando los recursos monetarios que genera dicha fábrica y que son utilizados en el financiamiento de programas estatales de interés público. Se han otorgado concesiones para la elaboración de licores y bebidas alcohólicas destiladas al sector privado.



	06-15330-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rubén Hernández Valle

Asociación Cámara de Infocomunicación y Tecnología


	12-12-06
	OBLIGAN A EMPRESAS DE CABLE A INCLUIR CANALES NACIONALES EN FORMA GRATUITA. 

-Artículo 86 del Reglamento Ejecutivo de la Ley de Control de Radio. 

La norma obliga a las cableras a transmitir la programación de frecuencias U.H.F. y V.H.F. de manera gratuita. 



	06-15374-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rogelio Fernández Rodríguez
	13-12-06
	POTESTAD DISCIPLINARIA DE LA CONTRALORÍA

-Artículos 4 último párrafo, 7, 12, 68 y 69 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. 

Las normas impugnadas otorgan atribuciones de coadministrador o administración activa a la Contraloría, en tanto permite que imponga sanciones a funcionarios públicos. Sanción impuesta a funcionarios de JUDESUR.  

 

	06-15524-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fabián Volio Echeverría

Colite C.R.S.A. y otras


	14-12-06
	PROHIBICION DE PUBLICIDAD EXTERIOR EN ESCAZU

-Plan Regulador de Escazú.

Se alega que el Plan impugnado prohibió todo tipo de publicidad en el cantón, sin razón racional alguna. Se prohíben vallas y rótulos publicitarios. 



	06-15644-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Damaris Arguello Sánchez
	19-12-06
	SUSPENSIÓN DE PENSIÓN DEL PODER JUDICIAL.

Artículo 234 Ley Orgánica del Poder Judicial.

La normativa impugnada permite la suspensión de la pensión en caso de que el beneficiario jubilatorio por sucesión tenga ingresos aunque demuestre que los mismos sean insuficientes para subsistencia.-



	06-15933-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Fernando Morales Martínez
	22-12-06
	SE PROHIBEN DOS ACTIVIDADES REMUNERADAS.

Artículo 27 de Decreto Ejecutivo 32333

El Reglamento a la Ley de enriquecimiento Ilícito no permite a los médicos más de dos actividades remuneradas, siendo esto una práctica legal y generalizada por la especialidad.



	06-15846-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Agustín Atmetlla Cruz
	22-12-06
	PARTES EN EL PROCESO PENAL.

Artículos 432 y 451 del Código Procesal Penal

Manifiesta que según los artículos impugnados se confiere un trato discriminado a las partes del proceso penal diferentes al imputado.



	06-15946-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Carlos Padilla Corella
	22-12-06
	IMPERATIVO DE RESOLUCIONES DE LA PGR.

Artículos 2 y 3 inciso b) de la Ley 6815 Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.

La normativa impugnada establece la obligatoriedad de las resoluciones de la PGR que exceden las competencias del órgano.


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE

VOTO
	FECHA DE

VOTACION
	PARTES Y RESULTADO

	06-11224-0007-CO

Voto 2006-17587

	      06-12-06
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sandra Hernández Campos en contra del artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública. Se rechaza de plano la acción.-



	06-12152-0007-CO

Voto 2006-17588

	06-12-06
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Bruno Cerdas y otro en contra del Capítulo VI de la Ley de Contingencia Fiscal número 8343. Se rechaza de plano la acción.-



	06-00582-0007-CO

Voto 2006-17589

	06-12-06
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Cordero Rojas en contra del artículo 83 inciso 9) de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y el artículo 242 de la Ley General de Aduanas número 7557b de 20 de octubre de 1995. Se rechaza de plano la acción.-



	06-12213-0007-CO

Voto 2006-17590

	06-12-06
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Derk Van Wilpe Von Malchus, por Parque Montaña del Sol, en contra de los artículos 4, 5, 6, 21, 23, 24, 31 de la Ley Reguladora de los Servicios Públicos número 7593 del 9 de agosto de 1996 y los artículos 4, 11, 12 y 62 del Reglamento de esa Ley. Se rechaza de plano la acción.-



	06-12856-0007-CO

Voto 2006-17591

	06-12-06
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Blanca Rosa Sarmiento Campos en contra de la jurisprudencia de los Tribunales Civiles relativa a los artículos 403 y 404 del Código Civil, que ordena la destrucción y no simplemente la corta de las raíces y ramas de los árboles que colindan con propiedades vecinas a la de sus dueños. Se rechaza de plano la acción.-



	06-08676-0007-CO

Voto 2006-17592

	06-12-06
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Inversiones Reproductivas Sociedad Anónima, en contra del artículo 491 inciso 2) del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción.-


	03-10615-0007-CO

Voto 2006-17593

	06-12-06
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros en contra de los artículos 20, 21, 38, 48, 60 y 61 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social. Esténse los accionantes a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2006-06347 de las dieciséis horas con cincuenta y ocho minutos del diez de mayo de dos mil seis en cuanto se refiere al artículo 48 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Notifíquese.-

Los Magistrados Calzada y Armijo ponen nota.-



	04-03957-0007-CO

Voto 2006-17594

	06-12-06
	A las quince horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Manuel Navarro Gutiérrez en contra del artículo 19 del Decreto Ejecutivo número 22614-MP del 22 de octubre de 1993, y Circular número 03-03 del 26 de febrero del 2003. Se declara con lugar la acción No. 04-003957-0007-CO y, en consecuencia, se anula el inciso a) del artículo 19 del Decreto Ejecutivo Número 22614-MP del 22 de octubre de 1993, con lo cual, los alcances de la Circular número 03-03 del 26 de febrero del 2003 de la Oficialía Mayor del Ministerio de Hacienda quedan reducidos a lo dispuesto en los demás incisos del artículo 19 indicado. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de emisión del Decreto y circular impugnados; quedan a salvo los derechos adquiridos de buena fe. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

Los Magistrados Solano y Cruz salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	03-01215-0007-CO

Voto 2006-17598

	06-12-06
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Arrocera Costa Rica Sociedad Anónima, en contra del Reglamento para el Enriquecimiento del Arroz, Decreto Ejecutivo número 30031-S, artículo 3 párrafo primero y artículo 11. Se declara sin lugar la acción.-
La Magistrada Calzada pone nota.-



	05-03588-0007-CO

Voto 2006-17599

	06-12-06
	A las quince horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Deloitte & Touche Sociedad Anónima, y otros, en contra del artículo 8 y el Transitorio I del Reglamento de auditores externos y medidas de gobierno corporativo aplicable a los sujetos fiscalizados por SUGEF, SUGEVAL y SUPEN, publicado en La Gaceta número 28 del nueve de febrero del dos mil cinco; artículos 11 incisos c) y f) y 171 incisos b), ñ) y o) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y 119, 131 incisos k), l) y n) de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica. Por extemporáneas, se deniegan las gestiones de coadyuvancia formuladas por Edgar Robles Cordero y Oscar Rodríguez Ulloa en su condición de Intendente General de Pensiones (SUPEN) y Superintendente General de Entidades Financieras (SUGEF), respectivamente. Se declara parcialmente con lugar la acción y en consecuencia se anulan del ordenamiento jurídico, el artículo 8 y el Transitorio I del Reglamento de auditores externos y medidas de gobierno corporativo aplicable a los sujetos fiscalizados por SUGEF, SUGEVAL y SUPEN. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sea el nueve de febrero del dos mil cinco. Se declara sin lugar la acción respecto de la impugnación que por conexidad y consecuencia se hace de los artículos 11 incisos c) y f) y 171 incisos b), ñ) y o) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, 119, 131 incisos k), l) y n) de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica. Sin embargo, se hace la advertencia de que los mismos deben ser aplicados e interpretados en la forma como se indica en esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	03-01089-0007-CO

Voto  2006-17600

	06-12-06
	A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María de los Ángeles Oviedo y otros en contra de la Directriz número 16 del 16 de diciembre de 2002; Presidente de la República y Ministro de Hacienda. Se declara con lugar la acción. Se anula, por inconstitucional la Directriz No. 16 del 16 de diciembre del 2002. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-



	06-08338-0007-CO

Voto 2006-17743

	11-12-06


	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sub Contralora General de la República en contra de los artículos 17 y 161, párrafo penúltimo, de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Estése la accionante a lo resuelto por este Sala en sentencia número 2006-017437 de las 19:35 horas del 29 de noviembre de 2006.-



	06-04454-0007-CO

Voto 2006-17744

	11-12-06


	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Miguel Corrales Bolaños en contra del Permiso de Ingreso para Embarcación Norteamericana. Se declara sin lugar la acción.-



	05-01001-0007-CO

Voto 2006-17745

	11-12-06


	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Miguel Corrales Bolaños en contra del artículo 96 inciso b) de la Ley número 7135 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se declara sin lugar la acción.-


	03-10746-0007-CO

Voto 2006-17746


	11-12-06


	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros en contra de los artículos 5-13, 7-2, 28-2, 28-11, 28-18 c, 33-4, 33-5, 44-2 y 44-4 artículos del Estatuto de Personal del Instituto Costarricense de Electricidad. Se declara parcialmente con lugar esta acción. En consecuencia, se declara inconstitucional y se anula el artículo 5-13 del Estatuto de Personal del Instituto Costarricense de Electricidad. Acerca de los artículos 28-25, 33-6 y 33-7 del Estatuto, se rechaza de plano la acción. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Instituto Costarricense de Electricidad. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	04-07957-0007-CO

Voto 2006-17747

	11-12-06

	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fundación AMBIO en contra del Decreto Ejecutivo número 23703-S. Se declara con lugar la acción. Se anula por inconstitucional el Decreto No. 26703-S del 21 de enero de 1997. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Ministerio de Salud.-


	06-14020-0007-CO

Voto 2006-18007

	13-12-06


	A las quince horas con veintinueve minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Alberto Luis Salom Echeverría en lo referente al Proyecto de Ley de Presupuesto 2007 (apartado correspondiente al presupuesto del Ministerio de Vivienda). Se evacua la consulta en el sentido que no es inconstitucional el proyecto N° 16.356 de la Ley de Presupuesto Ordinario de la República para el año 2007, en el rubro consultado 1.1.1.1.215.000 Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos. Comuníquese al Presidente de la Asamblea Legislativa y a los Diputados consultantes.-

Los Magistrados Armijo, Cruz y González salvan el voto e indican que la inconstitucionalidad o legalidad de la creación y existencia del Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, por causa de la falta de aprobación de una Ley especial al efecto es un asunto ajeno al Presupuesto de la República y a la naturaleza de la actividad no contenciosa de esta Sala para el caso concreto.-



	06-14733-0007-CO

Voto 2006-18303
	20-12-06
	A las doce horas con diecisiete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 94 de la Ley de Tierras y Colonización y artículo 44 inciso d) de la Ley de Jurisdicción Agraria. No ha lugar a evacuar la consulta.-


	06-13700-0007-CO

Voto 2006-18304
	20-12-06
	A las doce horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alberto Cabezas Villalobos contra el artículo 48 del Reglamento del Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-



	06-14413-0007-CO

Voto 2006-18305
	20-12-06
	A las doce horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Euclides Hernández Peñaranda contra el Inciso 2) del artículo 202 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	06-10547-0007-CO

Voto 2006-18306
	20-12-06
	A las doce horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Proyectos Industriales Eléctricos S.A. contra el Inciso b) del artículo 2) de la Ley No. 6734 de 29 de mayo de 1982. Se rechaza de plano la acción.-



	06-08570-0007-CO

Voto 2006-18307


	20-12-06
	A las doce horas con veintiún minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fernando Cruz Van Der Laat, Gerente General con facultades de Apoderado Generalísimo sin límite de suma de la Compañía DHL (Costa Rica) S.A. contra el artículo 7 Ley del Impuesto sobre la Renta y artículo 11 del Reglamento a la Ley del Impuesto sobre la Renta. Se rechaza de plano la acción.-



	06-08308-0007-CO

Voto 2006-18308


	20-12-06
	A las doce horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Olivier Pérez González y otros contra la Ley No. 2220 Ley de Servicio de Cabotaje de la República. Se rechaza de plano la acción.-



	06-08069-0007-CO

Voto 2006-18309
	20-12-06
	A las doce horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Noe Rosenstock Lang contra el artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 31313-J-MINAE del 7 de julio del 2003. Se rechaza de plano la acción.-



	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	EXPEDIENTE


	PARTES
	TEMAS

	06-14356-0007-CO


	Alberto Cabezas Villalobos, contra los artículos 1 y 2 del Decreto número 19.993-S, del trece de setiembre de mil novecientos noventa.

Resolución de las 13:50 del 01-12-06

Boletines Judiciales No. 240, 241, 242.  del 14, 15, 18 de Diciembre del 2006 respectivamente.
	DISCRIMINACIÓN DE DONADORES DE SANGRE Y OTROS.

La normativa es impugnada, únicamente por los siguientes motivos: a) por establecer una situación discriminatoria respecto de las personas homosexuales y bisexuales, al prohibirles de manera irrestricta la posibilidad de donar sangre, simplemente por su preferencia sexual, lo cual atenta contra los principios constitucionales de igualdad –contenido en el artículo 33 de la Constitución Política– y razonabilidad, bajo la consideración de que no hay criterios técnicos ni científicos que sustenten esta prohibición, toda vez que la enfermedad del sida afecta a todas las personas por igual, lo que hace innecesaria la obligación de revelar la orientación sexual, ya que no es ésta la causante de la enfermedad, sino conductas sexuales riesgosas. Advierte que el decreto es obsoleto porque para poder donar sangre se hace necesario realizar un tamizaje universal de la sangre donada, protocolo de acatamiento obligatorio en todos los bancos de sangre; y b.) por infringir el régimen de regulación de los derechos fundamentales, al excederse en el ejercicio de la potestad reglamentaria, por cuanto la Ley 7771 únicamente establece la prohibición para donar sangre a aquellas personas que sean portadoras del virus VIH positivo, de manera que se amplían las causales de prohibición, materia que está reservada a la ley. 



	06-14417-0007-CO


	René García Miranda en su condición de Secretario General del Sindicato de Trabajadores de la Chiriqui Land Company (SITRACHIR) contra los artículos 373 y 377 del Código de Trabajo.

Resolución de las 9:30 del 06-12-06.

Boletines Judiciales 244, 245, 246 del 20, 21 22 de diciembre del 2006 respectivamente. 


	DERECHO DE PARTICIPACIÓN EN HUELGAS.

La normativa se impugna por los siguientes motivos: a).- El artículo 373 del Código de Trabajo, por estimar que es violatorio del artículo 61 de la Constitución Política, por cuanto establece requisitos y procesos en exceso para acceder a la huelga legal b).- El artículo 377 del Código de Trabajo, se cuestiona por estimarse violatorio de los artículos 41 y 61 constitucionales, así como los principios que informan el debido proceso y el acceso a la justicia; en tanto, prevé que sin ningún proceso previo, se pueda despedir sin responsabilidad patronal a los trabajadores al calificarse una huelga de ilegal, sin previa demostración de que efectivamente se ha participado en forma activa en ella.



	06-12657-007-CO


	Rodrigo Loría Arias, para que se declare inconstitucional la omisión del Estado de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 72 de la Constitución Política.

Resolución de las 10:30 del 21-11-06

Boletines Judiciales No. 234, 235,236 del 06, 07,08 de diciembre del 2006 respectivamente.


	SEGURO DE DESOCUPACIÓN

La referida omisión se impugna en cuanto, en criterio del accionante, el artículo 72 constitucional obliga al Estado a mantener -mientras no exista seguro de desocupación- un sistema técnico y permanente de protección a los desocupados involuntarios y procurar la reintegración de los mismos al trabajo. Sin embargo, desde su promulgación como parte del texto original de la Constitución del 7 de noviembre de 1949 y hasta la fecha, permanecen sin llevar a la práctica ninguno de los tres mandatos contenidos en la norma, a saber: a) el de crear un seguro de desocupación; b) el de mantener un sistema técnico y permanente de protección a los desocupados involuntarios; y, c) el de procurar la reinserción de los mismos al trabajo.
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AMBIENTE 

18247-06. PROBLEMAS DE ESTANCAMIENTO DE AGUAS. Señalan los recurrentes que al realizarse unos trabajos de tubería subterránea y colocación de tubos, se quebraron otros tubos que produjeron a su vez un problema de estancamiento de aguas en la zona de La Lima de Cartago, sector en el que habitan. Que dicho estancamiento ha producido un alto nivel de humedad en la casa de habitación de la amparada, al punto que está por derrumbarse. Que de tener que salir de esa propiedad ante una emergencia no se podría por cuanto existe una zanja a escasos 2 metros de ésta. Que cuando llueve el agua entra a dicha propiedad causando que ésta se llene de lodo, basura, malos olores e incluso reptiles.  Que, además, los caudales por donde viajan las aguas pluviales de la calle de lastre, así como las aguas servidas no tienen cauce, razón por la cual se quedan estancadas en las mismas zanjas, debido a la falta de mantenimiento. Solicita la recurrente que se ordene a la Municipalidad de Cartago efectuar los trabajos pertinentes para sacar las aguas estancadas y quitar la zanja que está en su propiedad. Se declara con lugar el recurso contra la Municipalidad de Cartago. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Cartago, concluir las obras necesarias para corregir el problema sanitario que aqueja a la actora, en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de esta sentencia. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el amparo. CL
18473-06. PROBLEMAS DE AGUAS NEGRAS EN QUICORT DE CARTAGO. Alegan los recurrentes que las autoridades han omitido su obligación de controlar o regular riesgo de contaminación ambiental por aguas negras en comunidad de San Rafael de Quircot, en Cartago. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General de Salud y de Alcalde Municipal de Cartago, ejecutar las medidas pertinentes, para que dentro del plazo improrrogable de 6 meses a partir de la notificación de esta sentencia, se solucione de forma definitiva el problema de contaminación ambiental que acusa el actor. CL
18487-06. PROBLEMAS CON LA RECOLECCION DE BASURA EN PURISCAL. Señala el recurrente que hace aproximadamente veintidós días, la Municipalidad de Puriscal dejó de recolectar la basura en ese cantón, y en particular en la comunidad de San Rafael, lugar en que reside la amparada. Que la Municipalidad argumenta  que no puede recolectar dichos desechos por varias razones: a) que no tiene presupuesto para el combustible de los camiones recolectores; b) que dichos camiones no cuentan con la revisión técnica vehicular vigente y; c) que el Instituto recurrido se niega a brindarles algún tipo de ayuda para solucionar dicha problemática. Dicha situación se agrava por el hecho de que, en algunos sectores, los vecinos acumulan bolsas de basura en las vías públicas, provocando  mal olor, así como la proliferación de ratas y moscas, lo cual implica una afectación al derecho a la salud y a un ambiente sano. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de Puriscal, que de inmediato realice mediante una modificación presupuestaria o elabore un presupuesto extraordinario, contemplando la previsión presupuestaria necesaria en el año 2007, para que en el plazo de un año contado a partir de la notificación de esta sentencia, adquiera un nuevo camión recolector de basura. Se le ordena a la Contralora General de la República, no aprobar el presupuesto para el año económico 2007 o cualquier modificación a éste, proveniente de la Municipalidad de Puriscal, si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
18494-06. PROBLEMAS CON EL MAL ESTADO DE UNA CALLE EN CARTAGO. Señala el accionante que desde el 2004 la Municipalidad accionada realiza un lastre en la calle del sector antigua Lima en Sagrado Corazón de Jesús, dejando el material amontonado a la orilla de ésta calle, por lo que gestionó lo correspondiente  para encontrar una solución al problema, pues las aguas corren  por las calle donde hay grandes huecos que no tienen un cauce, sin embargo no hay aún una obra terminada existiendo tramos pendientes de arreglo, esto desde hace 2 años. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Cartago, que gire las órdenes y emita las instrucciones respectivas, para que en el plazo de dos meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, la "calle del sector antigua Lima en Sagrado Corazón de Jesús" del cantón de Cartago sea debida, correcta y eficazmente reparada, en cuenta el sistema de alcantarillado pluvial, debiendo coordinar lo pertinente con el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y demás órganos o entes estatales involucrados. CL  
18065-06. CONSTRUCCION DE URBANIZACION EN LIMON QUE GENERA PROBLEMAS AMBIENTALES. Alegan los recurrentes que la construcción de urbanización “ECODESARROLLO”, Bosques de Santa Rosa, ubicado en zona de desastres en Limón es un peligro y que la Municipalidad  y otras autoridades estatales, no hace nada por arreglar el problema. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de Limón, que en forma inmediata, tome las medidas de su competencia para que la empresa desarrolladora JS & AT HOME DEPOT S.A., cumpla con las recomendaciones técnicas vertidas en el informe DPM-INF-017-2004 del 09 de enero del 2004 realizado por el Departamento de Prevención y Mitigación de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias y, de conformidad con ese informe, no se autorice ningún permiso de construcción de viviendas hasta que se cumplan todos los requisitos de habitabilidad y seguridad para garantizar, en forma efectiva, la salvaguarda de la vida e integridad de las personas que llegaren a habitar ese proyecto. Asimismo, se le ordena a ese funcionario que adopte las medidas necesarias para que la empresa desarrolladora aplique esas recomendaciones a las casas de habitación ya construidas, y de ser necesario, si no se cumpliesen esas condiciones, valore si procede la demolición o reubicación de esas edificaciones. De otra parte, se ordena a la Secretaria General de la Secretaria Técnica Nacional Ambiental, que fiscalice el cumplimiento de lo dispuesto en esta sentencia. CL
18051-06. PROBLEMAS CON EL RECURSO HIDRICO QUE CAUSA CONSTRUCCION DE INMUEBLES EN OSA. Señalan los recurrentes, representantes de la Asociación Administadora del Acueducto Comunal de Uvita y Bahía y de otras asociaciones comunales, que los movimientos de tierra detectados cerca de las nacientes de agua que abastecen los poblados de Uvita, Bahía, La Colonia y alrededores, para la construcción de desarrollos habitacionales, se han realizado sin contar con los permisos municipales y del Minae. Lo anterior se agrava ante la inercia del Alcalde de la Municipalidad de Osa quien no ha suspendido la actividad hasta tanto verificar el posible daño al recurso hídrico. Se declara con lugar el recurso en virtud del principio in dubia pro natura. Se anula el permiso de movimientos de tierra otorgado a la empresa La Gruta de Plata S.A. el 15 de febrero del 2005 por parte de la Municipalidad de Osa. Se ordena al Alcalde Municipal de Osa, que de solicitarse nuevamente este permiso de movimientos de tierra, éste quede condicionado a que se logre probar, mediante el respetivo permiso del Ministerio de Ambiente y Energía, que ello no producirá daños a los mantos acuíferos o a sus zonas de recarga. CL
18070-06. BASURERO CLANDESTINO EN SAN MATEO Y OROTINA. SE ACUSA INCUMPLIMIENTO. Alegan los recurrentes reclaman el incumplimiento de lo dispuesto en la sentencia número 119-98, en la cual se ordenó a la Municipalidad de Orotina y al Delegado del Ministerio de Salud en ese lugar que en el término de seis mese dieran solución al problema de funcionamiento del botadero de basura del lugar. Después de una serie de incidencias, el 25 de noviembre de 2005 se notificó a las Municipalidades de San Mateo y Orotina  una orden sanitaria en la que se da un plazo improrrogable de 70 días para dar solución al problema de manejo y disposición final de desechos sólidos en el cantón la cual, vencido ese plazo y sin obtenerse gestión alguna de las Municipalidades implicadas, motivó que la Unidad de Protección del Ambiente Humano del Ministerio de Salud realizara el cierre total y definitivo del botadero de basura. Reclaman que los sellos fueron violados y el vertedero sigue funcionando, sin que las Municipalidades de Orotina ni la de San Mateo, ni el propio Ministerio de Salud actuara conforme le corresponde para mantener el cumplimiento de sus propias órdenes; la Ministra de Salud fue informada de lo que estaba sucediendo y el el Director Regional de la Región del Pacífico Central del Ministerio de Salud solicitó pronunciamiento de su superior para proceder con la nueva colocación de sellos y presentación de la denuncia penal contra los alcaldes de Orotina y San Mateo, por desobediencia a la autoridad . Se ordena a los Alcaldes de Orotina y San Mateo, así como a la Ministra de Salud, cada uno en lo que corresponde a sus competencias, que en el plazo de seis meses, a partir de la notificación de esta resolución, corrijan las deficiencias del basurero de manera que su funcionamiento no dañe el medio ambiente ni la salud de los vecinos, trasladándolo a un lugar en que puedan tratarse adecuadamente los desechos sin causar perjuicio alguno a la salud de las personas ni al medio ambiente; o bien, sustituyéndolo por otra modalidad de tratamiento de desechos –como la del relleno sanitario en estudio.

17907-06. PROBLEMA DE AGUAS PLUVIALES EN ALAJUELA. Alegan los recurrentes, vecinos de La Urbanización Doña Bertilia en el Coyol de Alajuela, que el problema de inundación de aguas pluviales con toda clase de desechos sólidos en el lugar es persistente. Solicitan se solucione el problema apuntado, mediante la canalización o alcantarillado de la aguas pluviales hacía el río Alajuela, no debiéndose posponer para el próximo invierno la solución de este grave problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcalde de la Municipalidad de Alajuela, que de inmediato se aboque a hacer las modificaciones presupuestarias que se requieran para que, en el plazo de seis meses contado a partir de la comunicación de esta resolución, se procure una solución integral al problema de alcantarillado pluvial de la Urbanización Doña Bertilia en el Coyol de Alajuela y que origina la estimatoria de este recurso. Para todo ello deberá la Municipalidad recurrida y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, realizar la coordinación que el caso amerite tendiente a solucionar integralmente el problema objeto de este Recurso de Amparo y que ha originado su estimatoria. Se ordena a la Contraloría General de la República, en la persona del Gerente de Área de Servicios Municipales, que no autorice el presupuesto ni ninguna modificación presupuestaria para el dos mil siete, proveniente de la Municipalidad de Alajuela, si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
17977-06. SE ACUSA QUE CAMBIO DE RUTAS DE BUSES GENERA CONTAMINACION. Alega el recurrente que el cambio de rutas de buses en el Paseo Colón, afecta la salud pública y afecta residentes y escuelas cercanas. SL
17993-06. DESBORDAMIENTO DE QUEBRADA CAÑAS EN ALAJUELA. Señalan los recurrentes que son vecinos de Bajo Las Cañas de Alajuela.  En dicha zona existe un grave problema de contaminación ambiental, que se produce por el desbordamiento de la “Quebrada Cañas”, lo que provoca la inundación de viviendas en la zona del Pasito y el residencial La Giralda. Aduce que la Corporación Municipal recurrida tiene conocimiento de dicha situación, pues así lo demuestran las diferentes gestiones y quejas que han presentado los vecinos del lugar, pero no han dado una solución efectiva y definitiva a dicho problema. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Alcaldesa Municipal a.i. de Alajuela, que proceda de inmediato a dar una solución definitiva a las inundaciones que se producen en el Bajo Las Cañas de Alajuela. CL
17709-06. PROBLEMA CON ACEQUIA EN ALAJUELA. Señala el recurrente, vecino del INVU Las Cañas, que tiene un problema con una acequia que se ubica en ese mismo lugar, dado que el cauce no era suficiente para abastecer la cantidad de agua que transcurría por el lugar, situación que provocaba serias inundaciones, con la ayuda de varias Instituciones y con la intervención de esta Sala, se realizó la instalación de un tubo para que fluyera el agua, con el entendido de que previo a que se instalara dicho tubo, se llevó al lugar un puente que se pretendía instalar en la acequia por donde cruza una línea férrea, no obstante, dicho puente no se instaló a pesar de que se trataba de la mejor alternativa para solucionar el problema del agua. Indica que actualmente han transcurrido casi diez años desde el momento en que se colocó dicho tubo, con el inconveniente de que el caudal del agua ha aumentado considerablemente, situación que ha provocado constantes inundaciones que causan graves problemas en las viviendas principalmente en los sectores en donde la acequia toma su cause. En una oportunidad anterior, mediante sentencia número 04785-98, se dispuso archivar el expediente en vista de que bajo juramento se informó que desde antes de que se notificara a los recurridos sobre la interposición de aquél amparo, ya se habían iniciado las labores de mantenimiento necesarias para resolver el problema, considerándose que por esa situación el recurso carecía de interés actual. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal y al Alcalde Municipal de Alajuela, que procedan inmediatamente a adoptar las medidas que consideren necesarias para solucionar de manera definitiva el problema de inundaciones que se producen en Bajo Las Cañas de Alajuela. CL
17515-06. CONTAMINACION DE MANTOS ACUIFEROS EN ALFARO RUIZ POR BOTADERO DE BASURA. Alega el recurrente que la Municipalidad de Alfaro Ruiz no había cumplido con presentar la valoración ambiental ante la SETENA respecto a su botadero de basura; no obstante que ello se había dispuesto en la sentencia 2001-10130 de esta Sala. Afirma que la recurrida continúa depositando basura en el botadero a cielo abierto de Alfaro Ruiz, a pesar de que está de por medio la salud de muchas personas que dependen del recurso hídrico que está al lado del botadero de basura relacionado. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto la resolución Nº1522-2004-SETENA, de las 14:30 hrs. de 23 de setiembre de 2004, emitida por la Secretaría Técnica Nacional Ambiental. Se ordena a la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, al Alcalde Municipal del Cantón de Alfaro Ruiz y a la Ministra de Salud, que adopten y ejecuten de manera conjunta y en el ámbito de sus competencias constitucionales y legales, las acciones necesarias y las medidas pertinentes para que, dentro del plazo improrrogable de un año a partir de la notificación de esta sentencia, se solucione el problema de contaminación generado por el funcionamiento del relleno sanitario del Cantón de Alfaro Ruiz, incluyéndose la clausura del vertedero si técnicamente resulta necesaria, lo que deberá ser determinado por las autoridades recurridas. CL
17502-06. PROBLEMAS QUE GENERA QUEBRADOR CERCA DE CENTRO PENITENCIARIO. Privados de libertad del Centro de Atención Institucional La Reforma, acusan que la empresa denominada Quebradores Lindora de Santa Ana S.A. tiene una cantera y quebrador que funciona cerca de dicho centro penitenciario, lo que ocasiona un grave problema de contaminación por la cantidad de polvo que genera dicha actividad.  Aducen que los ministerios recurridos no han hecho nada para evitar tal situación y su derecho a la salud se ve comprometido día con día, así como el de toda la comunidad, al igual que el ambiente. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota la Ministra de Salud y la Ministra de Justicia de lo indicado en el último considerando. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
18007-06. LEY DE PRESUPUESTO DEL 2007. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Alberto Luis Salom Echeverría en lo referente al Proyecto de Ley de Presupuesto 2007 (apartado correspondiente al presupuesto del Ministerio de Vivienda). Se evacua la consulta en el sentido que no es inconstitucional el proyecto N° 16.356 de la Ley de Presupuesto Ordinario de la República para el año 2007, en el rubro consultado 1.1.1.1.215.000 Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos. Los Magistrados Armijo, Cruz y González salvan el voto e indican que la inconstitucionalidad o legalidad de la creación y existencia del Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, por causa de la falta de aprobación de una Ley especial al efecto es un asunto ajeno al Presupuesto de la República y a la naturaleza de la actividad no contenciosa de esta Sala para el caso concreto. 

17745-06. CONSULTA LEGISLATIVA EN CASOS DE REFORMAS AL REGLAMENTO LEGISLATIVO. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 96 inciso b) de la Ley número 7135 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. La norma se impugna en cuanto establece la posibilidad de que un grupo no menor a diez diputados plantee consulta previa de constitucionalidad respecto de reformas al Reglamento de Orden, Dirección y Disciplina Interior de la Asamblea Legislativa. Considera el accionante que dicha norma resulta contraria al principio de autorregulación del Parlamento. SL
BANCARIO 
05-003588. LIMITACIONES A LA CONTRATACION DE AUDITORES. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 8 y el Transitorio I del Reglamento de auditores externos y medidas de gobierno corporativo aplicable a los sujetos fiscalizados por SUGEF, SUGEVAL y SUPEN, publicado en La Gaceta número 28 del nueve de febrero del dos mil cinco; artículos 11 incisos c) y f) y 171 incisos b), ñ) y o) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y 119, 131 incisos k), l) y n) de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica. El artículo impugnado dispone que los sujetos fiscalizados por SUGEF, SUGEVAL Y SUPEN deban cambiar al menos cada 5 años el profesional o la empresa que practica las auditorias externas de sus estados financieros. Además, no podrán recontratar a un profesional a una firma para esos servicios si no han transcurrido tres años continuos a partir de la fecha del último informe de auditoria a su cargo. Si un sujeto fiscalizado ha sido cliente de un mismo auditor, deberá cambiarlo inmediatamente. Por extemporáneas, se deniegan las gestiones de coadyuvancia formuladas por Edgar Robles Cordero y Oscar Rodríguez Ulloa en su condición de Intendente General de Pensiones (SUPEN) y Superintendente General de Entidades Financieras (SUGEF), respectivamente. Se declara parcialmente con lugar la acción y en consecuencia se anulan del ordenamiento jurídico, el artículo 8 y el Transitorio I del Reglamento de auditores externos y medidas de gobierno corporativo aplicable a los sujetos fiscalizados por SUGEF, SUGEVAL y SUPEN. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sea el nueve de febrero del dos mil cinco. Se declara sin lugar la acción respecto de la impugnación que por conexidad y consecuencia se hace de los artículos 11 incisos c) y f) y 171 incisos b), ñ) y o) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, 119, 131 incisos k), l) y n) de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica. Sin embargo, se hace la advertencia de que los mismos deben ser aplicados e interpretados en la forma como se indica en esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. CL Parcial
17559-06. LISTA NEGRA. DERECHO AL OLVIDO. Alega el recurrente que se constituyó en fiador de una operación crediticia en el Banco Popular, la cual fue declarada incobrable a partir del mes de mayo de dos mil dos; no obstante, a la fecha de interposición del presente recurso el recurrente continuaba apareciendo bajo la condición de incobrable en las bases de datos del Banco. Se reitera el criterio de que ha transcurrido sobradamente el plazo de cuatro años, establecido por este Tribunal para que operara el derecho al olvido. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, adoptar las medidas correspondientes para que de manera inmediata se elimine de la base de datos del Banco Popular y de Desarrollo Popular, el asiento donde conste la condición de incobrable del recurrente, dentro de la operación crediticia 06-01-617013-7. CL
17518-06. NIEGAN INFORMACION ADUCIENDO SECRETO BANCARIO. Señala el recurrente que realizó varios depósitos en la Agencia en San Francisco de Dos Ríos del Banco Nacional de Costa Rica, los cuales no se acreditaron a la cuenta que él deseaba, por lo que solicitó a la institución que se le informara lo siguiente: a) Se compruebe si los depósitos que presento fotocopias, fueron hechos a ese banco; b) A que cuenta se hicieron esos depósitos y quienes son los dueños de esas cuentas; c) Si los dineros depositados fueron retirados por los dueños de esas cuentas;  d) Cuanto es el monto total de los depósitos, haciendo indicación de la fecha del primero y último recibo. Indica que se niegan a entregarle la información que solicita, con el argumento de proteger derechos de terceros, aún cuando el perjudicado es él, pues es su dinero. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la Agencia del Banco Nacional de Costa Rica en San Francisco de Dos Ríos, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de cinco días contado a partir de la notificación de esta sentencia, se otorgue al amparado la información requerida en los puntos a), d) y b) -en lo que respecta al número de cuenta en que se realizaron los depósitos del recurrente-, de la gestión que planteara el dieciocho de mayo de dos mil seis. CL Parcial
COLEGIOS PROFESIONALES
18059-06. OBLIGACION DE REGENCIA EN CLINICAS VETERINARIAS. DEBER DE VIGILANCIA DEL MAG Y EL COLEGIO PROFESIONAL. Señala el recurrente que a su Veterinaria se presentaron funcionarios del Departamento de Registro y Control de Medicamentos Veterinarios del Ministerio de Agricultura y Ganadería, quienes ingresaron a las partes internas del establecimiento y procedieron a decomisar una serie de medicamentos. En las actas que se levantaron en ese momento se indicó que el decomiso obedecía a la falta de permiso de regencia actualizado, todo a gestión del Colegio de Médicos Veterinarios, porque no tienen un regente en los establecimientos médico-veterinarios.  Según el fundamento legal dado en la sentencia, estima la Sala que las actuaciones del Ministerio de Agricultura y Ganadería no son arbitrarias ni intempestivas, la regencia de establecimientos veterinarios y farmacéuticos es una exigencia legal que tiene fin garantizar la salud pública y la salud animal. SL
COMERCIO
17747-06. SUSTANCIAS TOXICAS EN HARINA DE PANIFICACION. Acción de Inconstitucionalidad contra del Decreto Ejecutivo número 23703-S. La normativa se impugna por permitir en una cantidad máxima el uso del bromato de potasio en la harina de panificación y cualquier otro alimento, y por prohibir la importación de harinas con niveles superiores; y por permitir la importación de productos de harina con esos niveles de este producto, lo cual estima que es violatorio de los derechos a la salud y a la obligación del Estado de proteger la vida humana, como derivado del derecho ambiental. Se declara con lugar la acción. Se anula por inconstitucional el Decreto No. 26703-S del 21 de enero de 1997. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. CL
17682-06. CANCELACION DE CUOTA DE LOTERIA. Alega la recurrente que fue privada arbitrariamente de la cuota de lotería de la cual era adjudicataria desde 1997, por una causa inexistente y sin dar explicaciones ni razones concretas que justifiquen la decisión. Consta que la razón de la cancelación de la cuota de lotería fue la venta de tiempos ilegales y el acto encuentra debidamente fundamentado. SL
17598-06. OBLIGACION DE FORTIFICAR EL ARROZ. Acción de Inconstitucionalidad contra del Reglamento para el Enriquecimiento del Arroz, Decreto Ejecutivo número 30031-S, artículo 3 párrafo primero y artículo 11. En  el reglamento impugnado se obliga  a los industriales y comerciantes  del arroz en Costa Rica a  fortificar dicho grano para el  consumo humano con los nutrientes  establecidos mediante el procedimiento de una o varias  mezclas de excipientes  para  producir los niveles mínimos de  nutrientes que se establecen en  el mismo reglamento. Lo anterior, tiene un  costo financiero aproximado de  sesenta y ocho colones con  setenta y dos céntimos por saco  de 73,6 kilos de arroz pilado,  equivalente al uno por ciento del valor total de la tonelada  métrica, por lo que el costo debe  trasladarse al consumidor o ser  cancelado por el Estado.  Sin  embargo en la normativa impugnada  no se establece quién cubrirá el  costo de la fortificación. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada pone nota.  SL
16563-06. INFORMACION SOLICITADA A EMPRESA DE TARJETAS DE CREDITO EN PROCEDIMIENTO ANTE LA COMISION NACIONAL DEL CONSUMIDOR.  Alega el recurrente, Gerente de Credomatic,  que en la Comisión de Promoción de la Competencia se sigue procedimiento administrativo en contra de la sociedad amparada por supuestas prácticas monopolísticas. Que en dicho procedimiento la empresa ha tenido que dar información sobre el listado de establecimientos con los cuales se tenían suscritos contratos de línea de crédito con pago asociado a facturación con Credomatic de Costa Rica, S.A.. Considera que la falta de fundamentación y motivación de la resolución que solicitó copia de todos los adendum a los contratos de afiliación que la empresa Credomatic mantenga vigentes en la actualidad, información protegida por el secreto bancario,  violenta los derechos de la sociedad amparada. Consta que el acceso a documentos privados no es antojadizo en el contexto de las relaciones comerciales, sino que resulta adecuado para combatir, como eventualmente en este caso, prácticas monopolísticas y proteger en general a los consumidores. Además se tiene que el órgano que los solicita se encuentra habilitado por ley en relación con sus competencias. Sobre el tema se cita la sentencia 13283-01. SL
CONTRATOS O LICITACIONES
06-013286. DECLARAN DESIERTA LICITACION. Alega el recurrente que a pesar que se adjudicó a su favor una contratación directa en la Municipalidad recurrida, debido a la interposición de un recurso de revocatoria, se declaró desierto el proceso de contratación y, posteriormente, se la adjudicaron al otro oferente, sin respetar los procedimientos establecidos para esos efectos. Consta que el acto administrativo de adjudicación no contó con el necesario refrendo interno para que se consolidara la voluntad administrativa. Sobre el tema se cita la sentencia 12979-04. Se reitera que no le compete a este Tribunal resolver si existía mérito o no para declarar desierto el concurso y sobre este tema se citan las sentencias 13042-01 y 5396-02. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

18067-06. SANCION DISCIPLINARIA EN COLEGIO PRIVADO. Señala el recurrente que su hijo fue sancionado en un colegio privado, sin debido proceso. Aseguran que la confesión se dio sin comunicación previa a los padres de familia a fin de enterarlos de los supuestos hechos o faltas cometidas por el amparado, que el menor se le impuso como sanción la expulsión de forma permanente del centro educativo. La Sala ha señalado que independientemente de que el centro de estudios sea público o privado, la aplicación que se pueda dar en la institución a reglamentos internos, debe observar y acatar lo dispuesto por el Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes dictado por el Ministerio de Educación Pública. Sobre el tema se citan las sentencias 11443-06 y 5418-06. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución dictada por el Director y miembros del Comité de Disciplina del Colegio Enrique Malavassi Vargas High School mediante la cual se dispuso separar al amparado de las actividades escolares por el resto del curso lectivo dos mil seis. Los Magistrados Vargas y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar el amparo. La Magistrada Calzada da razones diferentes. CL
17674-06. SANCION EN COLEGIO PRIVADO. Indica el recurrente que el amparado fue sancionado en un colegio privado sin que se cumplieran los requisitos mínimos del debido proceso, pues no se le permitió ejercer adecuadamente su derecho a una defensa efectiva y además no tuvo acceso al expediente del procedimiento seguido en contra del tutelado. En este caso consta que al amparado se le respetó su derecho al debido proceso. SL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
17511-06. INFORMACIÓN DESACTUALIZADA EN LA CCSS. Indica el recurrente que la Caja Costarricense de Seguro Social, no actualiza la información que brinda en su página web respecto a los patronos morosos, lo cual le puede perjudicar al denunciar a alguno de esos patronos por una información imprecisa. La Sala delimitó el derecho de acceso a la información pública establecido en el artículo 30 de la Constitución Política en la sentencia 2120-03. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que proceda de forma inmediata a girar las órdenes respectivas, a fin de que la información contenida respecto a los patronos morosos en la página web de esta institución, se mantenga actualizada. CL
DERECHO A LA SALUD

18256-06. OPERACION. Alega el recurrente que padece de una endocarditis infecciosa y debe ser operado de urgencia y que lo tienen en una lista de espera y su enfermedad le deteriora sin no es tratado. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General del Hospital San Juan de Dios, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin de practicar al tutelado en forma inmediata la intervención quirúrgica que requiere en virtud de su lesión aórtica severa. CL
18253-06. EXAMEN MEDICO. Indica la que aún cuando su médico tratante ordenó la realización de un ultrasonido de mamas,  en la Clínica Dr. Carlos Durán le asignaron cita de atención para el 04 de septiembre del 2007, lo cual pone en riesgo su salud, pues reduce la posibilidad de una atención temprana de cualquier malignidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y a la Directora Médica de la Clínica Dr. Carlos Durán Cartín, proceder –de inmediato-  a girar las órdenes respectivas, para que el plazo no mayor de tres meses, se le practique a la recurrente el ultrasonido de mamas que requiere de acuerdo con el criterio de su médico tratante. CL
18254-06. OPERACIÓN. Señala el recurrente que pese a que presenta un trauma facial en la nariz, producto de un accidente que sufrió en el extranjero, por el cual estuvo 8 días con pérdida de conocimiento, en el Hospital San Juan de Dios le indican que se encuentra en lista de espera para realizar procedimiento quirúrgico, pero debido a la limitación de anestesiólogos y al faltante de salas de operaciones no le han podido realizar la respectiva cirugía. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General y Jefe de Cirugía Oral y Maxilofacial, ambos del Hospital San Juan de Dios, que dispongan lo necesario a fin de que se coordine inmediatamente la programación de forma cierta y precisa de la fecha en que se le hará la intervención quirúrgica que el amparado necesita -según criterio de su médico tratante.

18255-06. MEDICAMENTO. Señala el recurrente que por sus problemas de salud, ha estado siendo atendida en el Hospital San Juan de Dios en la sección de oncología. Que el 18 de agosto del 2006, su médico tratante le prescribió el medicamento denominado "Herceptin", por cuanto fue operada de cáncer de mama. No obstante, en la farmacia de ese centro hospitalario no le han aprobado dicho medicamento y por ello no se la ha hecho entrega del mismo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director General, y a la Coordinadora del Comité Local de Farmacoterapia, ambos del Hospital San Juan de Dios, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se entregue a la recurrente el medicamento Trastuzumab, prescrito por su médico tratante, en las dosis y durante el plazo que él determine, bajo su responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
18471-06. ATENCION MÉDICA. Señala el recurrente que su hijo tuvo un accidente vehicular que le produjeron lesiones, por lo que fue trasladado al Hospital de Quepos donde se diagnosticó "trauma cervical con fractura por entallamiento de cervical cinco, con parestesia de miembros superiores, por lo que lo trasladaron al Hospital México. De éste, fue trasladado al módulo de hospitalización del INS el 5 de diciembre del 2006, donde en su departamento de Neurocirugía, el 7 de diciembre del 2006, se indica que debe ser operado de inmediato porque tiene la columna vertebral fracturada y se fija fecha del procedimiento el 13 de diciembre. No obstante,  informan que la póliza es insuficiente y por lo que lo remitieron al Hospital México, pero en éste lugar se le  dijo por el Jefe de Neurocirugía que no hay camas para en ésta área, por lo que el paciente debe permanecer en el INS, ser atendido por ninguna de las dos instituciones. Se declara CON LUGAR el recurso. al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, al Director General del Hospital México, y al Jefe del Servicio de Neurocirugía del Hospital México,  que de inmediato tomen las medidas necesarias para que al amparado se le  practique el tratamiento quirúrgico que corresponde.  CL
18033-06. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que a pesar de que requiere un medicamento para controlar las crisis de epilepsia que padece, en la Caja Costarricense de Seguro Social le informan que el medicamento se encuentra agotado, lo que pone en peligro su vida al provocarle varios ataques. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, al Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia y a la Jefa del Servicio de Farmacia y Coordinadora del Comité Local de Farmacoterapia del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, lo siguiente: a) suministrarle inmediatamente al amparado, el medicamento Carbamacepina prescrito por su médico tratante; b) tomar las respectivas medidas de urgencia, para adquirir suficientes existencias de Carbamacepina y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese tratamiento a quienes se les haya autorizado por las autoridades competentes. CL 

18050-06. OPERACIÓN. Señala el recurrente que padece de una luxación en su hombro izquierdo, lo que le ocasiona gran dolor e incomodidades, por lo que las autoridades médicas recurridas le dijeron el 25 de octubre de 2005 que le practicarían una cirugía para mitigar su dolor, y a la presentación de este recurso (21 de noviembre de 2006), no le han hecho ninguna operación. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General del Hospital San Juan de Dios, tomar en forma inmediata las medidas necesarias para que se realice la intervención quirúrgica que requiere el amparado, según las indicaciones de su médico tratante. CL
17926-06. NIEGAN ATENCION MÉDICA EN EL INS. Alega el trabaja para la empresa RECOPE en Turrialba, donde fue contaminado de plomo en la sangre. Indica que hace cinco años está siendo tratado en el Servicio de Hematología del Hospital Max Peralta en Cartago y es en dicho centro médico donde le diagnostican Sindrome de Mielaproliferativo Crónico. Señala que hace cinco meses fue referido al Instituto Nacional de Seguros, en donde lo trataron en Espirometría, siendo que ahí le diagnosticaron un problema respiratorio, pero le dieron de alta sin darle ninguna explicación, ya que el médico no se hizo presente. Señala que se siente muy enfermo y tiene tratamiento de seis pastillas por día para bajar las plaquetas, presentado problemas renales y casi no puede trabajar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros disponer lo necesario para que se atienda y trate al actor, de inmediato, con base en el diagnóstico del dictamen médico legal N° DML–2006–13274 de 4 de diciembre de 2006, todo a cargo del Instituto Nacional de Seguros. Asimismo, se le ordena, en caso de dejar su puesto, poner en conocimiento de sus sucesores esta sentencia. En cuanto a la Caja Costarricense de Seguro Social, se declara sin lugar el amparo.  CL
17716-06. TRATAMIENTO MEDICO. Acusa la recurrente la tardanza en que ha incurrido el Hospital México en brindarle el tratamiento de Braquiterapia que se le prescribió, en virtud que el equipo sufrió un desperfecto y el repuesto que se requiere no ha ingresado al país. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y de Director General a.i. del Hospital México, coordinar lo que corresponda para que de manera inmediata se someta, con la contratación de servicios externos en caso de resultar necesario, a la amparada al tratamiento prescrito por su médico tratante. CL
17535-06. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que la CCSS no le aprueba la pensión por invalidez, a pesar de que cumple los requisitos. Señala que fue remitido al Hospital Calderón Guardia donde fue valorado en el Servicio de Ortopedia, por presentar síndrome del túnel carpal con electromiografía positiva: se le programó cirugía; sin embargo la cirugía no fue practicada. Se declara con lugar el recurso en cuanto a la infracción del derecho a la salud del recurrente. Se ordena al Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que en forma inmediata realice las diligencias necesarias dentro del ámbito de su competencia para que el amparado sea valorado en ese Hospital en forma inmediata, a fin de que se determine si se mantienen las condiciones para que se le practique la cirugía de liberación de túnel carpal, que en caso afirmativo deberá ser realizada en un plazo razonable. CL
17536-06. MEDICAMENTO.  Señala el recurrente demandó la tutela de su derecho a la salud y a la seguridad social, presuntamente, vulnerado con la negativa del Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social de suministrarle el medicamento que prescribió su médico tratante para el padecimiento que sufre. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Coordinadora del Comité  Central de Farmacoterapia, que disponga lo necesario para que de inmediato se le suministre Clopidogrel al recurrente, en la dosis y durante el plazo que determine su médico tratante, todo bajo la responsabilidad y supervisión médica de ese profesional. CL
17533-06. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que su esposo padece de convulsiones epilépticas y la institución recurrida desde hace dos meses no tiene uno de los tratamientos que él toma denominado “CARBAMAZEPINA”, el cual le resulta indispensable.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato se suministre al amparado el medicamento Carbamazepina, en las dosis prescritas por su médico tratante. CL
17486-06. CIRUGÍA. Señala el recurrente, que las autoridades del INS y de la CCSS están violentando el derecho a la salud de su esposa, puesto que, luego de un accidente de tránsito sufrido no le quieren practicar una operación que necesita alegándose que la póliza es insuficiente en el caso del INS, o que eso le toca al INS en el caso de la CCSS. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, girar las órdenes pertinentes a efectos de que se continúe inmediatamente el tratamiento médico que requiere la amparada en el Hospital que corresponda. CL
17503-06. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que desde hace 28 años es diabética y desde hace 6 es paciente del Servicio de Endocrinología del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, debido a que no ha logrado tener un adecuado control de sus glicemias, su médico tratante le recetó insulina Lantus o Glargiana y durante los 5 meses, con lo cual logró realizar sus labores cotidianas de una manera extraordinaria, sin temor a sufrir glicemias en la calle, el trabajo o su casa. No obstante, al solicitar su doctora tratante, de forma escrita, que se le otorgara dicho medicamento, ello fue rechazado el Comité de Farmacoterapia Local. Consta en este caso que el Comité Central de Farmacoterapia conoció de la solicitud realizada por el médico tratante del amparada y no se pudo resolver la gestión, porque faltaba información técnica que le fue requerida. No hay evidencia que se le haya negado el medicamento ni la atención que necesita. Se reitera la obligación que tiene la Caja Costarricense del Seguro Social, de procurar y garantizar el efectivo auxilio médico para todos los habitantes del país. SL
DERECHO DE PENSION
18470-06. REAJUSTE DE PENSION EN BANCO CENTRAL. El recurrente interpuso este amparo porque el Banco Central de Costa Rica dejó sin efecto un reajuste a su pensión, sin seguir el procedimiento establecido en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución G/N° 324-2004, dictada a las 16:15 hrs. del 19 de agosto del 2004 por el Gerente del Banco Central de Costa Rica. Se ordena al Gerente del Banco Central de Costa Rica, reestablecer de inmediato al recurrente en el ejercicio de todos sus derechos. CL
17935-06. ANULAN PENSION POR INVALIDEZ. Señala la recurrente que se le diagnosticó Síndrome de Inmune Deficiencia Adquirida (SIDA) y la Caja Costarricense de Seguro Social la declaró inválida y le otorgó una pensión por invalidez. Que el 22 de mayo del 2006 se le hizo una revisión médica y posteriormente se declaró que no estaba inválida, pese que se mantuvo el diagnóstico en el sentido que ella padecía SIDA. Estima que en razón de su enfermedad no se le puede eliminar la pensión, pues quedará sin medio de sobrevivencia y sin la atención y tratamiento médico que requiere, en infracción de su derecho a la salud y a la seguridad social. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales, lo que supone el disfrute de su pensión. Se anula el acto tomado por el Departamento de Cuenta Individual y Control de Pago N° 2006-105510670 de 17 de mayo de 2006, en que se levantó el estado de invalidez a la tutelada. Se ordena al Gerente de la División Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, que adopte inmediatamente las medidas necesarias para que la agraviada pueda seguir disfrutando del beneficio aludido. Los Magistrados Solano y Calzada salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL

DERECHO DE PROPIEDAD
18401-06. DESALOJO SIN DEBIDO PROCESO. Señala el recurrente que se ordenó su desalojo sin que se le diera oportunidad de defenderse y exponer sus alegatos, lo cual estima violenta el principio constitucional de debido proceso y derecho de defensa. En este caso consta que el Ministerio de Seguridad Pública omitió brindar al amparado la oportunidad de interponer el recurso de reposición contra dicha resolución dentro de tercer día luego de la notificación de la resolución. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número 3344-06-DM de las nueve horas veinticinco minutos del diecinueve de setiembre del dos mil seis del Ministro de Seguridad Pública que acogió la gestión de desahucio administrativo promovida contra el amparado. CL
17714-06. COBRO DE PARCELA DEL IDA QUE YA FUE CANCELADA. Manifiesta el recurrente que a pesar de que su deuda contraída con el IDA correspondiente al pago de la parcela 14 del Asentamiento La Chiripa fue cancelada por el Programa de Compensación Social, conforme lo acredita con el certificado correspondiente, la institución mantiene el gravamen y pretende cobrarle la suma una suma determinada de dinero. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo del IDA,  que en forma inmediata, tenga por cancelada la deuda del amparado con el IDA, que el Instituto se abstenga de realizar cualquier proceso de cobro administrativo o judicial en su contra y, además, que emita la escritura correspondiente para cancelar la hipoteca que pesa sobre la parcela No. 14 del Asentamiento La Chiripa, dentro del plazo de tres meses, a partir de la notificación de esta sentencia. CL
17514-06. NIEGAN PERMISO DE CONSTRUCCION SIN DEBIDO PROCESO. EXPROPIACION. Alegan los recurrentes que la Municipalidad de Puntarenas pretende dejar sin efecto un permiso de construcción que ya había otorgado y en virtud del cual incurrieron en gastos, incluido un préstamo hipotecario. Aunque el permiso fue debidamente extendido, la Municipalidad se niega ahora a conceder la autorización necesaria para romper una calle y permitir la conexión del agua. Los recurridos manifiestan que los terrenos donde se ubica la propiedad de los amparados se declaró de utilidad pública. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo del artículo 5 inciso c) de la sesión ordinaria No. 182 del Concejo Municipal de Puntarenas, en cuanto deniega la solicitud de permiso presentada por los amparados. Deberá el Concejo analizar de nuevo la solicitud y resolver de conformidad con lo dispuesto en esta sentencia. Por voto 17562-06 se corrige el error material: «Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Concejo Municipal de Puntarenas, a través de su Presidenta Julieta Campos Sequeira o a quien ejerza el cargo lo siguiente: a) Proceder, en un plazo razonable, a la expropiación de los terrenos que menciona el artículo 12 de la Ley N° 4071 de 22 de enero de 1968 y b) En caso de no contar con los recursos presupuestarios suficientes para expropiar, concederle a los propietarios privados los permisos y autorizaciones para que puedan ejercer efectivamente su derecho de propiedad y edificación. CL
DERECHO DE TRABAJO
18262-06. CONDICION LABORALES DE FUNCIONARIOS EN LA DELEGACION DE PUERTO VIEJO DE TALAMANCA. Los recurrentes alegan que son funcionarios de la fuerza pública y que se les está imponiendo un nuevo rol de trabajo, según el cual deben de laborar seis días por cuatro días libre y además las instalaciones de la subdelegación se encuentran en pésimo estado. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena al Ministro de Seguridad Pública que, en el plazo de dos meses contado a partir de la notificación de esta sentencia solucione en forma definitiva el problema de las deficientes condiciones de trabajo que aquejan a los funcionarios de la Fuerza Pública que laboran en la Delegación Policial de Puerto Viejo de Talamanca. CL
18486-06. CONDICIONES DE LABORALES DE FUNCIONARIOS DEL MINISTERIO DE TRABAJO. El recurrente, representante de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, reclama que el sistema de ventilación del edificio del Ministerio se encuentra colapsado desde el año 2001. A pesar de las denuncias, el Ministerio de Trabajo no resuelve la situación y el de Salud no interviene. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Trabajo y Seguridad Social y Director Nacional e Inspector General de Trabajo, en el plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia, evaluar el sistema de ventilación y regulación de temperatura del edificio del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y ordenar, dentro de sus competencias, las acciones necesarias para garantizar su adecuado funcionamiento, bajo  pena de imponer las sanciones y medidas que la ley faculta. CL 

18071-06. NOMBRAMIENTO DE MIEMBRO DEL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL. Señala el recurrente que se reeligió al miembro del Consejo Superior del Poder Judicial mediante un procedimiento viciado, ya que el Colegio de Abogados publicó una invitación a integrar una terna de litigantes, de la cual la Corte Plena elige al nuevo miembro del Consejo Superior que representa a los abogados  externos al Poder Judicial.  Estima que la ley no le permite a la Corte delegar en el Colegio de Abogados una parte del procedimiento. Sobre el tema se indica que la costumbre es fuente de derecho, como también lo son la ley y los principios de derecho y, ha sido una costumbre que la terna sea presentada por el Colegio de Abogados.  Por esta y otras las razones expuestas en la sentencia, procede declarar sin lugar el recurso. SL
17828-06. SANCIÓN DISCIPLINARIA POR DEUDA. Alega la recurrente que la Inspección Judicial le impuso una sanción de 8 días de suspensión sin goce de salario por no haber honrado deudas con entidades financieras. RF
17916-06. INTERINO POR INTERINO. Señala el recurrente que labora como farmacéutico interino para la Caja Costarricense de Seguro Social, que una vez vencido el plazo de su nombramiento  procedía la prórroga de su nombramiento, al amparo de su derecho a la estabilidad laboral y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 41 de las Normas suscritas entre la Caja Costarricense de Seguro Social y los Profesionales en Ciencias Médicas. Que sin embargo, de forma arbitraria e ilegal, la Jefa del Departamento de Farmacia del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia nombró a otra persona en la plaza y al amparado lo nombró en otro número de plaza que no es una plaza. Sobre el tema de la sustitución o cese de funcionarios públicos interinos, se cita el voto 0867-91. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Doctor Rafael Ángel Calderon Guardia, que tome las medidas necesarias y efectivas para que el tutelado regrese al puesto número 06539 en las condiciones y por el plazo que se le nombró con anterioridad; asimismo, debe resolverse en forma inmediata las gestiones recursivas incoadas por éste. CL
17743-06. BASE DE CÁLCULO PARA LA COMPENSACIÓN DE VACACIONES Y LIQUIDACIÓN DE CESANTÍA EN EL INS.  Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 17 y 161, párrafo penúltimo, de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Se aduce la inconstitucionalidad de la base establecida en la Convención Colectiva del INS para el cálculo para la compensación de vacaciones y la liquidación de la cesantía de los trabajadores del INS –semana de cinco días en lugar de semana de siete días-; se estima que tal base carece de justificación objetiva y razonable, es desproporcionada y causa desigualdad con respecto a los demás servidores públicos a quienes también se les compensa vacaciones y se les liquida la cesantía con base de cálculo de semana de siete días, generando igualmente un impacto negativo en la hacienda pública. Estése la accionante a lo resuelto por este Sala en sentencia número 2006-017437 de las 19:35 horas del 29 de noviembre de 2006. Estése
17746-06. BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 5-13, 7-2, 28-2, 28-11, 28-18 c, 33-4, 33-5, 44-2 y 44-4 artículos del Estatuto de Personal del Instituto Costarricense de Electricidad. Las normas impugnadas establecen a favor de los trabajadores del I.C.E. beneficios y privilegios de los que no disfrutan los demás trabajadores del sector público, sin que existan razones objetivas que justifiquen un trato no solo privilegiado y desigual, sino además desproporcionado e irrazonable. Se declara parcialmente con lugar esta acción. En consecuencia, se declara inconstitucional y se anula el artículo 5-13 del Estatuto de Personal del Instituto Costarricense de Electricidad. Acerca de los artículos 28-25, 33-6 y 33-7 del Estatuto, se rechaza de plano la acción. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Instituto Costarricense de Electricidad. CL Parcial
17593-06. BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 20, 21, 38, 48, 60 y 61 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social.Las normas se impugnan en cuanto establecen privilegios sobre las  licencias con goce o sin goce de salario, sobre la  cotización de sólo el 50% para el  régimen de enfermedad y  maternidad, únicamente para  trabajadores de la Caja Costarricense de Seguro Social,  sobre el pago del auxilio de  cesantía, se establece un mes de  salario extra como indemnización. Esténse los accionantes a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2006-06347 de las dieciséis horas con cincuenta y ocho minutos del diez de mayo de dos mil seis en cuanto se refiere al artículo 48 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada y Armijo ponen nota. Estése y SL
17594-06. LIMITACIONES PARA DOCENCIA EN COLEGIOS QUE TIENEN FUNCIONARIOS PUBLICOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 19 del Decreto Ejecutivo número 22614-MP del 22 de octubre de 1993, y Circular número 03-03 del 26 de febrero del 2003. Las normas se impugnan en cuanto limitan a los servidores que gozan del beneficio de prohibición para ejercer su profesión en labores de docencia, permitiéndose sólo excepcionalmente en instituciones de enseñanza superior oficial o privada. Se declara con lugar la acción No. 04-003957-0007-CO y, en consecuencia, se anula el inciso a) del artículo 19 del Decreto Ejecutivo Número 22614-MP del 22 de octubre de 1993, con lo cual, los alcances de la Circular número 03-03 del 26 de febrero del 2003 de la Oficialía Mayor del Ministerio de Hacienda quedan reducidos a lo dispuesto en los demás incisos del artículo 19 indicado. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de emisión del Decreto y circular impugnados; quedan a salvo los derechos adquiridos de buena fe. Los Magistrados Solano y Cruz salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL
17507-06. DATOS EN CONSTANCIA SALARIAL. Señala el recurrente que en la Municipalidad de Desamparados al solicitar una constancia salarial, se consignó el hecho de que se encuentra actualmente sometido a un procedimiento disciplinario, que se encontraba suspendido por una resolución de la Sala Constitucional. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Desamparados, y a la Coordinadora del Proceso de Recursos Humanos, que se abstengan de incurrir en las conductas que dieron mérito a declarar con lugar el presente recurso. La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas, y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
17516-06. DESPIDO. Alega el recurrente que desde el 01 de febrero del 2006, dejó de percibir su salario como Director Ejecutivo del Servicio Fitosanitario del Estado, cargo de funcionario público que ostenta desde enero del 2005. Todo, pese a seguir cumpliendo regularmente sus funciones, y designándose posteriormente a otra persona en su puesto, siendo incierta su situación laboral actual. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al derecho al salario y al debido proceso, en contra del Ministerio de Agricultura y Ganadería y de la Sección Fiduciaria del Banco Nacional de Costa Rica. En consecuencia: a) Se anulan todos los actos y comunicaciones referidas a la cesación del recurrente de su puesto como Director Ejecutivo del Servicio Fitosanitario del Estado desde el 01 de febrero del 2006; b) Se le ordena al Ministro de Agricultura y Ganadería, proceder inmediatamente a restituir al recurrente a su cargo de Director Ejecutivo del Servicio Fitosanitario del Estado, y al pago de los salarios dejados de percibir desde su traslado, sin perjuicio de que se pueda tomar otra decisión sobre ese puesto, para lo cual debería respetarse los derechos fundamentales del recurrente, en cuenta el derecho al debido proceso. En cuanto a la Contraloría General de la República y en cuanto al resto de alegatos del recurrente el recurso se declara sin lugar. El Magistrado Solano pone nota. CL Parcial

17520-06. ANULAN NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD. Alega el recurrente que labora para la Universidad recurrida en el puesto de Jefe Administrativo de la Facultad de Microbiología, cargo que ocupa de manera interina desde el 10 de marzo de 1997. La plaza que desempeña se sacó a concurso y fue nombrado; no obstante, el Vicerrector de Administración dispuso anular su nombramiento se sacó nuevamente a concurso la plaza y se nombró a otra persona. Aseguran los recurridos en el informe, que se trata de un puesto de confianza y el nombramiento no se materializó.  Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL

17459-06. SALARIOS DE FUNCIONARIOS DE LA DIRECCION NACIONAL DE GUARDACOSTAS. Alega el recurrente que mediante Ley 8000 la Dirección Nacional de Guardacostas, creándose así una policía especializada adscrita al Ministerio de Seguridad Pública, siendo sus funcionarios personas con conocimientos en el campo de técnico, náutico, policial, para lo cual se solicitan requisitos superiores a los de un agente de policía administrativa, que al personal se le entregan plazas interinas por inopia, al no existir otro personal que cuente con los conocimientos y la experiencia para desempeñar las funciones de las nuevas plazas del Servicio Nacional de Guardacostas, estas plazas las han ocupado durante casi siete años y se les ha negado el derecho a recibir el salario de acuerdo a sus nuevas funciones y a la plaza que tienen interinamente. No obstante, para el pago que pretende, le solicitan mayores requisitos que no fueron solicitados al momento en que ingresó a dicho puesto, sin reconocerle ni siquiera la experiencia adquirida en el cargo y los méritos no relacionados a la función policial muy necesarios para desempeñar su actual puesto. Sobre el tema la Sala se pronunció, mediante sentencia 17245-06. RF
DERECHO PENAL
18309-06. LIMITACIONES DE PROCURADURIA PARA CONCILIAR EN MATERIA PENAL. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 31313-J-MINAE del 7 de julio del 2003. La norma se impugna en cuanto el accionante considera que el artículo 20 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República se reserva la regulación de los supuestos en que estará absolutamente prohibido a la Procuraduría General de la República desistir, allanarse y someter los juicios a arbitraje sin la previa autorización del Poder Ejecutivo, por lo que no puede hacerse mediante decreto ejecutivo.  Indica que la conciliación en materia penal fue una de la innovaciones introducidas con el Código Procesal Penal en 1996, sin que anterior o posterior a esta se reformara el artículo 20 mencionado que ahora se ha ampliado mediante el Decreto impugnado que tiene un contenido contra legem, violentando los principios de reserva de ley e interdicción de la arbitrariedad y los derechos fundamentales a la justicia pronta, cumplida y sin denegación, el debido proceso y el trato jurídico justo. RP
18222-06. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente la falta de fundamentación de las sentencias de la autoridad recurrida, en particular la que dictó la prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva. El artículo 239 del Código Procesal Penal establece los requisitos de procedencia de la prisión preventiva, a saber:  Que existan elementos de convicción suficientes para sostener,  razonablemente, que el imputado es, con probabilidad, autor de un hecho punible o partícipe de él y otra exigencia establecida por el cuerpo normativo supra citado  es “Que exista una presunción razonable, por apreciación de las circunstancias del caso particular, acerca de que aquél no se someterá al procedimiento (peligro de fuga); obstaculizará la averiguación de la verdad (peligro de obstaculización); o continuará la actividad delictiva. En este caso concreto, consta que la resolución impugnada se encuentra debidamente fundamentada. SL
18418-06. APELACION CONTRA PRISION PREVENTIVA. Los recurrentes alegan que el Tribunal recurrido declaró inadmisible  un recurso interpuesto por cuanto no habían transcurridos los tres meses desde que se decretó la medida cautelar de prisión preventiva. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jueza de Juicio de Hatillo que admita el recurso presentado a favor de los amparados para que el Tribunal de Juicio de Hatillo lo resuelvan como en derecho corresponda. CL
18417-06. DETENCIÓN. Acusa el recurrente que desde el 7 de diciembre de 2006 permanece detenido de manera ilegítima en las celdas del Primer Circuito Judicial de San José, pese a que las órdenes de captura dictadas en su contra habían sido levantadas y desde el 7 de julio de 2004 se decretó una sentencia absolutoria en la causa penal instaurada en su contra. Se declara con lugar el recurso. Se ordena la libertad del tutelado si aún se encuentra detenido y sin algún otro motivo no lo impide. CL
18419-06. DECOMISO DE PASAPORTES POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO. Alegan los que la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de Alajuela de realizar la devolución de sus pasaportes, pese a que los necesitan con urgencia para poder desplazarse a Chile por motivos de salud. El Fiscal Adjunto del Primer Circuito Judicial de Alajuela, señala que la devolución de los documentos se efectuará, una vez que se practique un anticipo jurisdiccional de la prueba, en que los ofendidos rindan una declaración sobre los hechos que se investigan. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Fiscal Adjunto del Primer Circuito Judicial de Alajuela, que adopte las medidas pertinentes y que ejecute las acciones necesarias con el fin de efectuar la devolución de los pasaportes a los amparados con la mayor celeridad posible, si resulta jurídicamente procedente, previa realización del anticipo jurisdiccional de la prueba que menciona la autoridad recurrida en su informe. CL
18057-06. PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que el órgano jurisdiccional recurrido no está facultado para prorrogar la prisión preventiva del amparado en consideración a que fue encontrado culpable de haber cometido el delito por el cual se le juzgó. Este Tribunal Constitucional ha aceptado, en múltiples ocasiones, que una condenatoria puede constituir base suficiente para revocar una excarcelación concedida o acordar una prisión no dispuesta en la instrucción, pues esa circunstancia hace variar el estado en que se encontraba el sometido a juicio antes de que se diera y en algunos casos ser la causa de una evasión a la acción de la justicia. Sobre el tema se citan las sentencias 10389-00 y 27-01. SL
18055-06. PRISIÓN PREVENTIVA. Indica el recurrente que el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José ha retrasado la tramitación del proceso penal, sobre todo por haber suspendido -en dos ocasiones- la audiencia preliminar fijada y se encuentra detenido desde el mes de setiembre del 2005. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Vargas y Araya salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
17947-06. DETENCION DE EX PRESIDENTE DE LA REPUBLICA. DERECHO AL HONOR.  Alega el recurrente que fue detenido a su llegada a Costa Rica, por parte de agentes del Organismo de Investigación Judicial bajo la dirección funcional del Ministerio Público, así como al hecho de que los medios de comunicación colectiva pudieran captar su imagen esposado mientras descendía de la aeronave en que arribó al país y cuando se le introdujo en un vehículo oficial tipo "perrera" y se le trasladó hasta el Primer Circuito Judicial de San José. Sobre los actos de aprehensión se citan las sentencias 11615-04 y 11876-05. Sobre la libertad de prensa y el derecho de información, con respecto al derecho a la imagen y el honor de las personas se cita la sentencia 1024-94. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por la violación al derecho al honor del amparado. Sobre lo relativo a la forma de traslado del amparado se declara sin lugar el recurso. En cuanto a la detención, estése el recurrente a lo resuelto por esta Sala en las sentencias 2004-11615 de las ocho horas con cincuenta y nueve minutos del veinte de octubre de dos mil cuatro y 2005-11876 de las catorce horas con treinta minutos del treinta y uno de agosto de dos mil cinco. Los Magistrados Armijo, Cruz y González salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso en todos sus extremos. El Magistrado Solano coincide con el voto de mayoría pero da razones diferentes. CL Parcial
18011-06. FILTRACION DE INFORMACION DEL MINISTERIO PÚBLICO EN PROCESO PENAL. Alega el recurrente que solicitó a la Inspección Judicial que investigara la fuga de información acaecida dentro del expediente penal No. 04-006835-647PE, en el que figura como imputado, porque se filtró a la prensa información relativa a actuaciones judiciales que, por su naturaleza y contenido, debieron mantenerse en secreto, a tenor de lo que dispone el artículo 295 del Código Procesal Penal, lo cual fue demostrado por el órgano judicial. Aduce el recurrente que lo anterior violenta sus Derechos Fundamentales y el artículo 295 del Código Procesal Penal, y reprocha que el Ministerio Público haya incurrido en omisiones graves para garantizar la privacidad de las actuaciones en el procedimiento preparatorio. Aduce, también, un eventual juicio paralelo de prensa o mediático en el que considera participaron varios medios de comunicación colectiva tales como los periódicos “Al Día”, “La Nación” y el “Canal 7” a través de su telediario “Telenoticias”. Se declara sin lugar el recurso en su totalidad. Los Magistrados Vargas y Jinesta, salvan el voto y declaran con lugar el amparo en contra del Poder Judicial por no adoptar las medidas para evitar la filtración subrepticia de información judicial. En cuanto al Ministerio Público, los Periódicos Al Día, La Nación y Telenoticias lo declaran sin lugar. La Magistrada Calzada  coincide con el voto de minoría pero declara con lugar también el amparo contra el Ministerio Público. SL
18006-06. DETENCIÓN.  Alega el recurrente que el 30 de noviembre del año en curso, fue detenido en el Centro Comercial Multiplaza, por agentes del Organismo de Investigaciones Judiciales y trasladado a las cárceles del Segundo Circuito Judicial de San José, en virtud que en su contra pesaba una orden de captura. En esa causa se había dictado Sobreseimiento Definitivo, incluso  se indicó que no tuvo participación alguna. Agregó que al presentarse su defensor particular a las cárceles de ese Circuito Judicial, le informaron que el juez penal de Hatillo no tenía disponibilidad y que debía esperar hasta los horarios de oficina del Despacho. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jueza Penal de Hatillo, abstenerse de incurrir nuevamente en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger el recurso. CL
18004-06. PRISION PREVENTIVA. Señala el recurrente que en su contra no se dictó prórroga de la medida cautelar, por lo que la recurrente estima que es infundada su privación de libertad. Consta que en este caso lo que se dio fue un error material, que no deslegitima la decisión de mantener la medida cautelar dispuesta contra el tutelado. Se declara sin lugar el recurso. Tome nota el Juzgado Penal del II Circuito Judicial de San José de lo indicado en el último considerando. SL
18018-06. EXTRADICIÓN. Solicita suspender la ejecución de la misma, alega que presentó Incidente de Ejecución por razón de hechos nuevos y fue declarado sin lugar y sin lugar la apelación  presentada en contra de esa resolución. Sobre el tema se citan las sentencias 10715-06, 845-05. RF
17715-06. IMPEDIMENTO DE SALIDA. Indica el recurrente que desde 1979 se dictó un impedimento de salida del país en contra del tutelado, orden que se mantiene  vigente, a pesar que  prescribió desde hace más de diez años. En virtud de lo anterior, considera que se lesiona el derecho al libre tránsito del amparado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director General de Migración y Extranjería, el levantamiento inmediato del impedimento de salida del país existente contra el amparado. CL
17737-06. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que el Juez de Juicio de Puntarenas, dictó medidas cautelares en su contra y asegura que no se respetó el principio de imparcialidad, considera que faltó valorar la prueba. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la infracción del derecho de defensa, sin ordenar la libertad del amparado. Proceda el Tribunal de Juicio de Puntarenas a resolver los extremos omitidos del recurso de apelación formulado por el recurrente contra la resolución de las trece horas treinta minutos del veintiséis de octubre del dos mil seis, relativos a  la infracción al principio de imparcialidad y juez natural. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
17584-06. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que se le impuso un año de prisión preventiva en causa que se lleva en su contra, la cual carece de fundamentación, pues según su dicho, no hay indicios comprobados de que haya cometido el delito que se le imputa, o de que exista peligro de fuga o de obstaculización, que hagan necesario desde un punto de vista procesal, mantenerlo privado de su libertad. En este caso se consideró que en la resolución impugnada sí se explica y fundamenta la prórroga de la prisión preventiva de manera adecuada. SL
17586-06. DETENCION POR REBELDIA. Alega el recurrente que el amparado fue detenido en virtud de una resolución de rebeldía y captura en su contra, que se encuentra detenido por más de 24 horas,  sin que hasta ahora se haya resuelto su situación jurídica. En este caso, no puede estimarse que la actual privación de libertad del amparado carezca de fundamento, pues se fundamenta en la declaratoria de rebeldía emitida por el Tribunal de Juicio de Heredia. Sobre el tema se cita la sentencia 37-06. SL
DERECHO TRIBUTARIO
17589-06. SANCION AGENTE ADUANERO. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 83 inciso 9) de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y el artículo 242 de la Ley General de Aduanas número 7557b de 20 de octubre de 1995. Se impugna en cuanto impide solicitar la suspensión del acto administrativo en los procesos especiales tributarios, lo cual en criterio implica una vulneración al principio de tutela judicial efectiva contenido en el artículo 41 de la Constitución Política. El numeral 242 de la Ley General de Aduanas se cuestiona en cuanto no diferencia entre el simple error material y la infracción aduanera dolosa, lo cual hace que se vulneren los principios de defensa e inocencia contemplados en los artículos 38, 39 y 41 de la Constitución Política, por establecer una sanción sin culpa. Se rechaza de plano la acción. RP 

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

18270-06. NIEGAN VISA A ESPOSO DE COSTARRICENSE. Indica la recurrente que presentó para su esposo cubano una solicitud de visa, la cual,  además de que fue resuelta casi ocho meses después, fue denegada mediante resolución de las 9:40 horas del 03 de noviembre del 2006 por la Dirección General de Migración y Extranjería sin fundamento alguno pues sólo se dijo que “se deniega en virtud de política migratoria restrictiva imperante”. Se declara con lugar el recurso por falta de motivación del acto administrativo. En consecuencia, se anula la resolución de la Dirección General de Migración y Extranjería de las 9:40 horas del 03 de noviembre del 2006 número DGVR 4806-2006-RRS. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, o a quien ocupe su cargo, resolver de nuevo como en derecho corresponda, la gestión del recurrente en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, fundamentando adecuadamente su decisión. CL
18066-06. NIEGAN VISA A MATRIMONIO. Alega el recurrente que el Director General de Migración y Extranjería le negó la solicitud de visa de ingreso que presentó a favor de su esposa con el único argumento de una política migratoria restrictiva imperante. Sobre este punto, la jurisprudencia de la Sala ha sido muy clara en afirmar que existe un principio constitucional que obliga a la motivación de los actos, sobre todo aquellos que son lesivos de los intereses o derechos de los individuos, principio que encuentra su fuente en el de defensa, reconocido en el artículo 39 constitucional. Se declara parcialmente con lugar el recurso por falta de motivación del acto administrativo. En consecuencia, se anula la resolución de la Dirección General de Migración y Extranjería número D.G.V.R. 4333-2006-RRS del 29 de setiembre del 2006. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, resolver de nuevo como en derecho corresponda gestión del recurrente en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, fundamentando adecuadamente su decisión, de conformidad con lo indicado en los considerados III, IV y V. CL Parcial
18003-06. NIEGAN VISA A EXTRANJERA CASADA CON COSTARRICENSE. Alega el recurrente que la Dirección General de Migración le negó las solicitudes de visa de ingreso que presentó a favor de su esposa e hijos de ella. Que la recurrida no fundamentó los motivos en que se basó para denegar sus solicitudes y se limitó a manifestar que lo resuelto obedecía a la "política migratoria restrictiva imperante". Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones de la Dirección General de Migración y Extranjería números D.G.V.R. 4350-2006-RRS de las trece horas cincuenta y cinco minutos del dos de octubre del dos mil seis, D.G.V.R. 4360-2006-RRS de las catorce horas y diez minutos del dos de octubre del dos mil seis y D.G.V.R. 4361-2006-RRS de las catorce horas y cinco minutos del dos de octubre del dos mil seis. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, resolver de nuevo como en derecho corresponda, las gestiones del recurrente en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, fundamentando adecuadamente su decisión, según se explica en los considerandos III, IV y V de la misma.  El Magistrado Solano pone nota. CL
17713-05. NIEGAN VISA A EXTRANJERA CASADA POR PODER. Alegan las recurrentes que la Dirección General de Migración y Extranjería les negó una solicitud de visa de ingreso a ella y a sus hijas, presentada por su esposo, que es costarricense, violando con ello el criterio sostenido por el Tribunal Constitucional sobre la reunificación familiar. Sobre el tema, se cita la sentencia 13260-04. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto la resolución Nº D.G.V.R.4804-2006-RRS, de las 10:15 hrs. de 3 de noviembre de 2006, dictada por la Dirección recurrida. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, resolver la gestión del amparado dentro del plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, sin entrar a valorar la "materialidad" del matrimonio de los amparados, según se explica en esta resolución. Todo sin perjuicio de la ponderación de los requisitos que establece el ordenamiento jurídico. CL
17545-06. DETENCIÓN. Indica la amparada que es casada con costarricense y a pesar de ello fue detenida por autoridades de Migración y se ordenó su deportación y el respectivo impedimento de ingreso al país en su contra. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y González salvan el voto y declaran con lugar el recurso.
17546-06. DETENCIÓN. Alega la recurrente que durante un operativo policial  efectuado por la Policía de Migración en coordinación con la Policía del Ministerio de Seguridad Pública el veinticuatro de noviembre de dos mil seis, se procedió al arresto de una gran cantidad de personas de distintas nacionalidades, con el argumento de que eran indocumentados o para efectos de investigación. Indica que al momento de practicarse dicho operativo, transitaba como cualquier otra persona por ese sector, la amparada, la cual fue arrestada, sin que se hayan concretado en su contra algún tipo de cargo, y menos aún se ha puesto a la amparada a la orden de las autoridades judiciales. Consta que la amparada fue detenida y deportada por encontrarse en forma ilegal en el país y que el plazo de su detención no fue excesivo. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Solano salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL 

17577-06. ORDENAN DEPORTACION DE EXTRANJERA CASADA CON COSTARRICENSE. Alega la recurrente que la Dirección General de Migración y Extranjería ordenó la deportación de la amparada, a pesar de que presentó fotocopia de Certificado de Declaración de Matrimonio y no es su culpa que el documento dure mucho tiempo para su inscripción. Se declara con lugar el recurso. Los Magistrados Vargas, Cruz y Salazar salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. El Magistrado Solano coincide con el voto estimatorio, pero da razones diferentes. CL
17517-06. NIEGAN VISAS SIN FUNDAMENTO ALGUNO. Manifiesta el recurrente que el fundamento en que Migración pretende sustentar la denegatorias de las solicitudes de visa de ingreso que presentó a favor de sus hermanos, "…en virtud de política migratoria restrictiva imperante…", resulta improcedente, ya que según su dicho cumplió todos los requisitos establecidos al efecto por la normativa aplicable,  con el agravante de que dichos pronunciamientos carecen de recurso conforme a la nueva Ley de Migración y Extranjería. Se declara parcialmente con lugar el recurso por falta de motivación del acto administrativo. En consecuencia, se anulan las resoluciones de la Dirección General de Migración y Extranjería números D.G.V.R. 4356-2006-RRS; D.G.V.R. 4354-2006-RRS y D.G.V.R. 4355-2006-RRS emitidas el 2 de octubre del 2006. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, resolver de nuevo como en derecho corresponda, la gestión del recurrente en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, fundamentando adecuadamente su decisión, según se explica en los considerandos V y VI de la misma. El Magistrado Solano pone nota. CL Parcial
INTIMIDAD

17729-06. INFORMACIÓN CREDITICIA. Alega el recurrente que la empresa Aludel tiene en sus bases de datos información sobre su persona que no se ajusta a la realidad y que no está actualizada. Esta Sala ha desarrollado elementos propios del contenido esencial del derecho de autodeterminación informativa como una ampliación del ámbito protector del derecho a la intimidad, sobre el tema se cita la sentencia 7669-05. En este caso, no consta que los créditos le hayan sido negados por la información existente en la base de datos de la empresa recurrente. SL

17719-06. INFORMACION CREDITICIA. Señala la recurrente que los bancos la tienen en lista negra, pese a que ha honrado en forma oportuna todas sus obligaciones con esas entidades. Sobre el derecho de autodeterminación informativa se citan las sentencias 4847-99, 754-02, 8996-02. No costa que la información que existe en los archivos de las instituciones recurridas sea incierta o inexacta. SL
LIBERTAD DE PRENSA
17740-06. RECTIFICACION Y RESPUESTA. Alegan la recurrente que el dieciocho de noviembre del dos mil seis se publicó en el periódico La Nación un artículo, de un regidor del Concejo Municipal de San José, en que se les imputaba a dos periodistas una serie de responsabilidades referentes a crear un ambiente negativo para la realización de los festejos populares de Zapote 2006-2007. Alega que en el ejercicio de su derecho de rectificación y respuesta, el veinte de noviembre del dos mil seis envió al Director del Periódico La Nación un texto para que se publicara en la misma sección en que se publicó el comentario. Agrega que su texto de respuesta lo envió por fax  y luego lo entregó personalmente, pero a la fecha no ha sido posible que el recurrido le otorgue su derecho de respuesta, con el argumento que el artículo ya fue contestado por otra persona, sin permitirle referirse a los hechos concretos que se le imputan. SL
LIBERTAD DE TRANSITO

18224-06. ENTREGA DE PASAPORTE.  Manifiesta el recurrente que solicitó por Internet cita a fin de obtener su pasaporte, pero esta le fue programada para el veintiséis de enero de  dos mil siete, plazo que excesivo para dicho trámite que le imposibilita trasladarse fuera del país. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General de Migración otorgar la cita de mérito en un plazo razonable. Los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
MINORIAS
18276-06. ACCESO PARA DISCAPACITADOS A CLINICA JIMENEZ NUÑEZ. Acusan las recurrentes la omisión de la Caja Costarricense de Seguro Social de garantizar el acceso de las personas con discapacidad al segundo piso de la Clínica Dr. Ricardo Jiménez Núñez ubicada en Guadalupe y para la realización de algunos trámites se debe acceder a la segunda planta de ese edificio. Indican además que ese dentro médico no brinda el servicio de ortopedia. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso únicamente por la violación al artículo 33 de la Constitución Política y, en consecuencia, se ordena al Director Médico, al Administrador, ambos de la Clínica Dr. Ricardo Jiménez Núñez de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Presidente de la Caja Costarricense de Seguro Social, que tomen las medidas necesarias y ejecute las acciones pertinentes tendientes a que dentro del improrrogable plazo de ocho meses a partir de la notificación de esta sentencia, se garantice el acceso pleno de las personas discapacitadas al segundo piso del edificio de la Clínica Dr. Ricardo Jiménez Núñez. CL
18263-06. NO HAY ACCESO PARA DISCAPACITADOS A EDIFICIO DE LA MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA. La recurrente reclama que el edificio donde se ubica la Municipalidad de Alajuela, no cumple con los requerimientos establecidos por la Ley 7600, pues no cuenta con accesos que permitan a las personas con discapacidad, acceder a los servicios que se brindan en los pisos superiores. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal, y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Alajuela, que en el término improrrogable de SEIS MESES, contado a partir del recibo de la notificación de esta sentencia, adopten las medidas que sean necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad al edificio donde se alberga la Municipalidad de Alajuela. CL
MUNICIPALIDAD
17995-06. DERRIBO DE CERCA. Señala el recurrente que funcionarios municipales, se presentaron en la finca sin inscribir en el registro, propiedad de los recurrentes en San Rafael de Brunca, de Buenos Aires, Puntarenas  y, en forma arbitraria, omitiendo el procedimiento establecido en la Ley de Caminos Públicos -en especial, en su artículo 33- e irrespetando el debido proceso, ordenaron el derribo de una cerca de alambres de la finca dicha, para reabrir un supuesto camino público cuya naturaleza no ha sido cabalmente demostrada, ocasionando graves perjuicios a los amparados. Que cuando se gestionó la nulidad de lo actuado, los funcionarios de la Municipalidad de Buenos Aires contestaron dándole  la razón a la parte afectada, pero en la práctica no hicieron nada concreto por evitar los perjuicios ocasionados, pues no dejaron sin efecto de inmediato la orden de derribar las cercas. Se declara con lugar el recurso. Se anulan las actas de inspección levantadas el 28 de junio y el 10 de julio de 2006 por funcionarios de la Municipalidad de Buenos Aires y se ordena al Encargado del Departamento de Catastro Municipal de ese ente, reponer el procedimiento de apertura de camino público de acuerdo con lo estipulado en el artículo 33 de la Ley General de Caminos Públicos. CL 

PENSIONES ALIMENTARIAS

18223-06. PRIVACION DE LIBERTAD POR MAS DE SEIS MESES.  El recurrente reclama que se encuentra privado de libertad ilegítimamente, ya que cumplió seis meses desde que se dictó en su contra apremio corporal sin que se le deje libre, tal como dispone el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Sobre el tema se cita la sentencia 2769-04. CL
18420-06. DETENCION DE MAYOR DE 71 AÑOS POR PENSION ALIMENTARIA. Acusa el recurrente que el Juzgado dicto orden de captura por pensión alimentaria en su contra, a pesar de tener setenta y un años de edad. El artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias, establece que cabrá el apremio corporal contra la persona que adeuda una obligación alimentaria, salvo que ésta sea menor de quince años, o mayor de setenta y un años. Se declara con lugar el recurso. CL
PODER EJECUTIVO
17744-06. PERMISO PARA INGRESO DE EMBARCACION DE ESTADOS UNIDOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Permiso de Ingreso para Embarcación Norteamericana. La normativa se impugna en cuanto estima el accionante que dicho Acuerdo, atenta contra la soberanía nacional. Ello, por cuanto, el permiso se brinda al amparo del "Acuerdo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos de América para la cooperación para suprimir el tráfico ilícito (...)." Sin embargo, la embarcación participaría en la ejecución de un operativo marítimo conjunto en aguas del Mar Caribe costarricense, y posteriormente, continuaría con el desarrollo de actividades propias del patrullaje conjunto. Así las cosas, la redacción de ese permiso lleva a pensar que ese "operativo conjunto" no estaría amparado al Convenio de cita, lo que ocasiona una cesión indebida de la soberanía. Aduce que se viola el artículo 76 porque en nota adjunta a la solicitud de permiso remitida por el Ministerio de Seguridad Pública a la Asamblea Legislativa se presenta una nota titulada "traducción no oficial". Esta situación se aleja de los preceptos consagrados en el artículo 76 de la Constitución Política que determina que el español es el idioma oficial de la Nación. Se trata de una embarcación no incluida en la autorización aprobada por el Plenario Legislativo en su sesión número 129 del año dos mil seis. SL
17600-06. LIMITACIONES IMPUESTAS AL GASTO DEL ICE. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Directriz número 16 del 16 de diciembre de 2002; Presidente de la República y Ministro de Hacienda. La Directriz se impugna porque el Poder Ejecutivo, pretende restringir la gestión del I.C.E, mediante la limitación en las inversiones que debe hacer la institución, para mantener la calidad de los servicios de Telecomunicaciones y Electricidad. La Directriz dispone una limitación del 5.9% de incremento a lo que denominan "gastos" en relación con los gastos del año pasado, cuando tales "gastos" constituyen inversiones. Por otra parte, el artículo 5 de la directriz prevé un procedimiento en caso de que alguna institución descentralizada no pueda cumplir con el límite del 5.9%. Sin embargo, para poder exceptuarse de lo dispuesto en la directriz, se requiere la anuencia del Ministro del ramo y la autorización del Presidente de la República y del Ministro de Hacienda. Ello demuestra que más que una directriz, constituye una orden directa, que viola la autonomía de esa Institución. La directriz es contraria a la sentencia 12019-2002 del dieciocho de diciembre del dos mil dos dictada por la Sala Constitucional. No obstante que el objetivo de la directriz es reducir el déficit fiscal, lo cual es beneficioso para el país, no puede hacerse a costa de la autonomía de las instituciones descentralizadas. La directriz deja de serlo, cuando se convierte en una orden directa de obligado acatamiento. Se declara con lugar la acción. Se anula, por inconstitucional la Directriz No. 16 del 16 de diciembre del 2002. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. CL

PRIVADOS DE LIBERTAD
17867-06. FUMADO EN CENTROS PENITENCIARIOS. Alega el recurrente que es privado de libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma, y sus compañeros de cuarto son fumadores activos, lo que estima lesiona de manera directa la salud de quienes no fuman. Sobre la restricción del fumado en los centros penitenciarios, esta Sala ya había tenido la oportunidad de pronunciarse en otra oportunidad, en la sentencia número 7146-06. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota las autoridades recurridas de lo dicho en el considerando cuarto de la sentencia. SL
17661-06. DESCUENTO DE PENA. Alega el recurrente que el artículo 15 del Decreto Ejecutivo número 32754-J Reglamento para la Autorización del Beneficio del Artículo 55 del Código Penal a la Prisión Preventiva y a la Pena de Prisión de las Personas Privadas de Libertad,  modificó lo dispuesto en el artículo 55 del Código Penal, en el sentido de que para personas sentenciadas, la autorización para que se les aplique el descuento allí previsto, se contará a partir de que el privado de libertad haya cumplido la mitad de la condena, pues el Código Penal establece que el descuento se aplicará durante todo el período de prisión. Que dicha circunstancia se agrava porque el artículo 15 del Decreto Ejecutivo impugnado, establece que se exceptuarán de la aplicación de esa disposición, aquellos sentenciados por hechos acaecidos con anterioridad al diez de mayo de mil novecientos noventa y cuatro, a quienes si se les aplicará el descuento durante todo el período de prisión y no a partir del cumplimiento de la mitad de la pena. Sobre el tema la Sala se pronunció en la sentencia 17117-06 y al no haber razones para cambiar el criterio, se rechaza por el fondo el recurso. RF
17501-06. PRIVADO DE LIBERTAD ACUSA AGRESION. Alega el recurrente que desde ha sufrido agresión psicológica por parte de algunos de los funcionarios del Centro de Atención recurrido. Que durante las noches los funcionarios referidos le encandilan la cara con el objetivo de no dejarlo dormir, le tiran agua,  basura, restos de comida y hasta una rata dentro de su celda, teme que lo envenenen. Además, pese a que ha estado sufriendo dolores muy fuertes de estómago, se han negado a otorgarle la atención médica requerida. Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese al Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela para que ejerza las acciones que corresponden conforme el considerando V de esta sentencia. SL
SERVICIOS PUBLICOS
18396-06. NIEGAN SERVICIO DE AGUA. Indica el recurrente que solicitó el servicio de agua potable ante el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados se le indicó que no tenía disponibilidad de agua potable para la zona en cuestión, pues estaba fuera del área de abastecimiento del acueducto metropolitano y que el servicio le correspondía brindarlo al acueducto de la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia, el cual también le negó el permiso. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Alcaldesa Municipal de Santo Domingo de Heredia, que adopte las medidas necesarias para reconectar el servicio de agua potable al recurrente. Asimismo, se le ordena a la Alcaldesa Municipal de Moravia adoptar las providencias y medidas necesarias a efecto de extender el servicio de acueducto a la zona donde se ubica el inmueble del recurrente, todo lo anterior dentro del plazo de veinticuatro meses. CL
18441-06. PROBLEMAS CON SERVICIO DE AGUA EN SIQUIRRES. Alegan las recurrentes las autoridades públicas no han tomado las medidas de su competencia para suministrar agua potable en la Comunidad del Cocal en Siquirres, lo que ha ocasionado serios problemas sanitarios de dengue y de malaria. Se declara sin lugar el recurso.  Tome nota el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y la Municipalidad de Siquirres de lo indicado en el último considerando. SL
17508-05. SUSPENDEN SERVICIO DE AGUA. Señala la recurrente, que la Municipalidad de Paraíso de Cartago le suspendió el servicio de agua potable, a petición de las personas que le alquilan la casa y no se colocó una fuente pública de agua.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Paraíso y al Encargado del Acueducto, proceder de forma inmediata a la restitución del servicio de agua potable a la vivienda de la recurrente. Todo ello sin perjuicio de la continuación del proceso de desahucio en contra de la recurrente. CL
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ASAMBLEA LEGISLATIVA

EXP. 06-14020. 18007-06. LEY DE PRESUPUESTO DEL 2007. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Alberto Luis Salom Echeverría en lo referente al Proyecto de Ley de Presupuesto 2007 (apartado correspondiente al presupuesto del Ministerio de Vivienda). Se evacua la consulta en el sentido que no es inconstitucional el proyecto N° 16.356 de la Ley de Presupuesto Ordinario de la República para el año 2007, en el rubro consultado 1.1.1.1.215.000 Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos. Los Magistrados Armijo, Cruz y González salvan el voto e indican que la inconstitucionalidad o legalidad de la creación y existencia del Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, por causa de la falta de aprobación de una Ley especial al efecto es un asunto ajeno al Presupuesto de la República y a la naturaleza de la actividad no contenciosa de esta Sala para el caso concreto. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO, CRUZ CASTRO Y GONZALEZ QUIROGA: Los suscritos Magistrados nos separamos del criterio de mayoría, por cuanto, si bien es cierto que el artículo 121 inciso 20) de la Constitución Política dispone que corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa

“20) Crear los Tribunales de Justicia y los demás organismos para el servicio nacional”,

en la consideración del problema que origina la consulta también es preciso tomar en cuenta otras disposiciones constitucionales, como el artículo 141 de la Constitución, según el cual 

“Para el despacho de los negocios que corresponden al Poder Ejecutivo habrá los Ministros de Gobierno que determine la ley”,

así como el 140 inciso 18 de la Constitución, según el cual corresponde al Poder Ejecutivo darse el Reglamento que convenga para el régimen interior de sus despachos, y expedir los demás reglamentos y ordenanzas necesarios para la pronta ejecución de las leyes. Sobre el particular, el artículo 23 de la Ley General de la Administración Pública establece la lista de carteras ministeriales y que, de conformidad con su artículo siguiente, su creación, supresión o modificación se establecerá por ley distinta a la de presupuesto. Sin embargo, la inconstitucionalidad o ilegalidad de la creación y existencia del Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, por causa de la falta de aprobación de una ley especial al efecto, es un asunto ajeno al Presupuesto de la República y a la naturaleza de la actividad no contenciosa de esta Sala, en la cual, los dictámenes que emita sólo son vinculantes en cuanto establezcan la existencia de trámites inconstitucionales del proyecto consultado (v. art. 101 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional). Las eventuales deficiencias legales o acaso constitucionales de la creación del Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos deben discutirse y resolverse en otras vías y oportunidad, puesto que para llegar a la conclusión que sirve de punto de partida a los diputados consultantes sería precisa una previa declaración de inconstitucionalidad de las normas legales y reglamentarias que sustentan la existencia y actividad administrativa del Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos; es decir, para que la Sala pudiera llegar a concluir, legítimamente, que el Presupuesto de la República no puede asignarle recursos a ese Ministerio, o a cualquier otro órgano de la Administración, debe ser previamente declarada la inconstitucionalidad del órgano, lo cual no es posible en esta vía. Se trata, pues, de una cuestión prejudicial que debe ser objeto del conocimiento de la Sala mediante una acción de inconstitucionalidad, que no tiene forma procesal de ser articulada con una consulta legislativa de constitucionalidad, dada la naturaleza no contenciosa de las consultas, sus plazos y tramitación, frente a los correspondientes de los procesos de inconstitucionalidad.-
EDUCACION

18067-06. SANCION DISCIPLINARIA EN COLEGIO PRIVADO. Señala el recurrente que su hijo fue sancionado en un colegio privado, sin debido proceso. Aseguran que la confesión se dio sin comunicación previa a los padres de familia a fin de enterarlos de los supuestos hechos o faltas cometidas por el amparado, que el menor se le impuso como sanción la expulsión de forma permanente del centro educativo. La Sala ha señalado que independientemente de que el centro de estudios sea público o privado, la aplicación que se pueda dar en la institución a reglamentos internos, debe observar y acatar lo dispuesto por el Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes dictado por el Ministerio de Educación Pública. Sobre el tema se citan las sentencias 11443-06 y 5418-06. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución dictada por el Director y miembros del Comité de Disciplina del Colegio Enrique Malavassi Vargas High School mediante la cual se dispuso separar al amparado de las actividades escolares por el resto del curso lectivo dos mil seis. Los Magistrados Vargas y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar el amparo. La Magistrada Calzada da razones diferentes. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y CRUZ CASTRO. Redacta el primero. Los suscritos Magistrados disentimos del criterio sostenido por la mayoría de la Sala, según el cual en este caso se lesionó el debido proceso, pues a nuestro juicio el procedimiento que se siguió al actor respetó los lineamientos básicos de la materia y la sanción de expulsión no resulta, en si misma, contraria al Derecho de la Constitución. Ya habíamos dejado constancia anterior de la diferencia que sostenemos con la mayoría de la Sala a propósito de este tema en las resoluciones #2004-02670 de las 11:49 hrs. de 12 de marzo de 2004 y #2004-12275 de las 15:01 hrs. de 29 de octubre de 2004, dictadas con motivo de la acción de inconstitucionalidad tramitada bajo el expediente #00-008084-0007-CO –en que se impugnó los artículos 88 inciso a) y 91 del Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes, Decreto Ejecutivo Nº28.457-MEP–. En consecuencia, salvamos nuestro voto para declarar sin lugar el recurso.

EXTRANJEROS

18477-06. NIEGAN VISA A CONYUGUE DE COSTARRICENSE. Alega la recurrente que la Dirección General de Migración denegó la solicitud de visa de ingreso que presentó a favor de la amparada, violando con elloel principio de legalidad, y del derecho a la protección estatal a la familia.  Se declara parcialmente con lugar el recurso por falta de motivación del acto administrativo. En consecuencia, se anula la resolución de la Dirección General de Migración y Extranjería número D.G.V.R. 4977-2006-RRS del 21 de noviembre del 2006. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, resolver de nuevo como en derecho corresponda gestión del recurrente en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, fundamentando adecuadamente su decisión, de conformidad con lo indicado en los considerados III, IV y V. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso por razones diferentes. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO. Aunque la anterior sentencia declara con lugar el recurso por falta de fundamentación, conforme al criterio de la mayoría de la Sala y el suscrito igualmente lo declara con lugar, he consignado mi voto como voto salvado porque concurro con la mayoría únicamente en estimar el caso, pero no comparto ni las consideraciones ni los efectos de la sentencia porque mi estimatoria del recurso obedece,  fundamentalmente, al criterio de que, conforme lo ha resuelto la Sala en otros casos similares, la Dirección General de Migración no puede cuestionar la validez de un matrimonio celebrado de conformidad con la legislación nacional, en tanto que no haya sido demostrado en la vía judicial su inexistencia o nulidad, como tampoco puede la demandada desconocer el derecho fundamental al matrimonio y a la unión familiar de los amparados por razones de política migratoria que como tal, no puede estar nunca por encima de los derechos fundamentales reconocidos en nuestro ordenamiento. Agrego que la fundamentación del rechazo del visado es por sí misma suficiente desde un punto de vista meramente formal, dado que su razón está expresada inequívocamente: no se le otorga la visa dada “la política migratoria actualmente imperante” y como resultado de esa política, cualquier fundamentación adicional que se pretenda dar será una especie de ornamentación de lo que la Dirección General de Migración ya ha determinado. Considero que declarar con lugar el recurso dando oportunidad a la administración demandada de fundamentar la denegatoria del visado es convertir el amparo en una mera formalidad que dejará, en definitiva, a los amparados, en igual o peor situación que la que tenían antes de ganar el caso. 

PENAL

17545-06. DETENCIÓN. Indica la amparada que es casada con costarricense y a pesar de ello fue detenida por autoridades de Migración y se ordenó su deportación y el respectivo impedimento de ingreso al país en su contra. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y González salvan el voto y declaran con lugar el recurso. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y GONZÁLEZ QUIROGA. Redacta el primero: Nos separamos del criterio de la mayoría de la Sala y consideramos que el recurso debe estimarse, pues la amparada no sólo manifestó en su declaración Nº135-23832-Mayor de las 09:45 hrs. de 20 de noviembre de 2006, que tiene familiares de primer grado en el país, pues está casado con un ciudadano costarricense desde el 25 de agosto de 2006 (folio 28), sino también el Oficial Mayor del Registro Civil –al contestar la audiencia concedida por este Tribunal Constitucional como prueba para mejor proveer (folio 28)- manifestó que el Certificado de Declaración de Matrimonio Civil fue presentado para su inscripción desde el 4 de septiembre de 2006, y que finalizará en los próximos días. Lo procedente es declarar con lugar el recurso, por la violación de los derechos protegidos en los artículos 19, 22 y 51 de la Constitución Política, al producirse la detención de la agraviada con el fin de ser deportada, a pesar que meses antes contrajo matrimonio con un costarricense. El artículo 33 del Código de Familia es claro al señalar que el matrimonio surte efectos desde su celebración, momento en el cual ese vínculo goza de protección al amparo del artículo 51 constitucional, con lo que resulta arbitraria la decisión tomada por la autoridad recurrida de desconocer esa unión. El Derecho de la Constitución le prodiga una “protección especial del Estado” a la familia, sea ésta de hecho o de derecho, tanto es así que el ordinal 51 de la Constitución Política proclama que esa institución es el “elemento natural y fundamento de la sociedad”. El núcleo familiar es básico y primordial para el libre desarrollo de la personalidad de los individuos que lo conforman o integran y, por consiguiente, de todo el conglomerado social. Bajo esa inteligencia, ninguna política pública, instrumento legal o reglamentario o, en general, actuación administrativa activa u omisiva puede propender a la desintegración o desmembración de la familia como base esencial de la sociedad, puesto que, de lo contrario se transgrediría, palmariamente, lo que el Título V de nuestra Carta Política consagra como un Derecho y una Garantía Social y que, de por sí, constituye un valor constitucional que debe orientar la libertad de configuración legislativa y la función o gestión administrativas. Resulta lógico que tanto los nacionales como los extranjeros que se encuentran en nuestro territorio, tienen el derecho a gozar de la protección especial, por parte del Estado Costarricense, de la familia como célula básica (artículo 19 de la Constitución Política) y de contar con todos los instrumentos reaccionales para impugnar cualquier actuación formal o material de los poderes públicos tendiente a enervar  ese derecho fundamental el que, por esa sola condición, debe tener una eficacia directa e inmediata y una vinculación más fuerte –sentencia Nº2002-11726 de las 10:26 hrs. de 13 de diciembre de 2002–, todo lo cual fue soslayado por la autoridad recurrida en la especie, con menoscabo de los derechos fundamentales de la actora. En virtud de lo expuesto, salvamos nuestro voto, para declarar con lugar el hábeas corpus, dejándose sin efecto la resolución Nº135-2006-1151-DPI–PEM de las 10:24 hrs. de 23 de noviembre de 2006, en que se dispuso la deportación de la tutelada y el impedimento de entrada al país.

18217-06. PRISION PREVENTIVA. AUDIENCIA. Alega el recurrente que el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, sin fundamentación alguna prorrogó la prisión preventiva contra el amparado, y que fue confirmada por el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Por otra parte aduce, que a la fecha de interposición del presente recurso no se había resuelto su la gestión para que se llevara a cabo una audiencia oral para discutir la medida cautelar impuesta a su representado. En este caso consta que la prisión preventiva se encuentra debidamente fundamentada y que la solicitud de audiencia fue contestada en tiempo. Conviene mencionar que en este tipo de gestiones, el solicitante no puede limitarse simplemente a pedir al juzgador que proceda a realizar la audiencia,  sino que debe al menos fundamentar o expresar los motivos que lo llevaron a realizar el requerimiento de vista, ello con la finalidad de que el juzgado pueda valorar dichos elementos al momento de tomar su decisión. Se declara sin lugar el recurso.  Los Magistrados Calzada y Armijo salvan el voto y declaran con lugar el recurso. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS CALZADA MIRANDA Y ARMIJO SANCHO. Redacta el segundo: Nos apartamos del criterio de la mayoría de la Sala, de acuerdo con el cual no se violentó derecho alguno del amparado con la denegatoria de vista del 25 de setiembre de 2006, pues estimamos que se invierten los principios que deben regir este tipo de solicitud. No es obligación del imputado justificar la petición de vista, ya que tal acto debería ser la regla dentro del proceso penal, como elemento integrante de su derecho de defensa. Es más bien el rechazo de las solicitudes que en ese sentido se dirijan –en cualquier estadio del proceso y las veces que el encartado lo requiera– las que deben estar adecuadamente motivadas. Por esa razón es que salvamos nuestro voto, en cuanto a ese aspecto específico de este recurso, y lo declaramos con lugar, ordenando la celebración de la vista pedida.
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